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I N T R O D U C C I Ó N 
La Constitución vigente aportó al ordenamiento jurídico español, 
entre otras muchas e importantes novedades, las tres siguientes: la defi­
nición de España como un Estado social, su configuración territorial 
autonómica y su no adscripción, en cuanto Estado, a una determinada 
confesión religiosa. Estas tres cuestiones tan dispares y, a primera vista, 
desconexas, resultan estar estrechamente relacionadas en el tema objeto 
de este trabajo: la consideración que en las recientes leyes autonómicas 
de servicios sociales tienen las entidades de carácter benéfico o asisten­
cial de la Iglesia. En la actualidad, todas las Comunidades Autónomas 
españolas, salvo las de La Rioja y Cantabria, han promulgado sus res­
pectivas leyes reguladoras de los servicios sociales. Su orden crono­
lógico ha sido el siguiente: 
1. País Vasco: Ley 6/1982, de 20 de mayo1. 
2. Navarra: Ley Foral 14/1983, de 30 de marzo2. 
3. Madrid: Ley 11/1984, de 6 de junio3. 
4. Murcia: Ley 8/1985, de 9 de diciembre4. 
5. Cataluña: Ley 26/1985, de 27 de diciembre5. 
6. Castilla­La Mancha: Ley 3/1986, de 16 de abril6. 
7. Baleares: Ley 9/1987, de 11 de febrero7. 
8. Aragón: Ley 4/1987, de 25 de marzo8. 
9. Asturias: Ley 5/1987, de 11 de abril9. 
10. Extremadura: Ley 5/1987, de 23 de abril10. 
11. Canarias: Ley 9/1987, de 28 de abril11. 
12. Galicia: Ley 3/1987, de 27 de mayo 1 2. 
1 . B . O . P . V . , n s 7 1 , del 2 . V I . 8 2 . 
2 . B . O . N . , n s 4 4 , del 8 . I V . 8 3 . 
3 . B . O . M A . , n 9 1 4 9 , del 2 3 . V I . 8 4 . 
4 . B . O . M U . , n 9 2 9 0 , del 1 9 . X I I . 8 5 . 
5 . D . O . G . C . , n 8 6 3 4 , del 1 0 . 1 . 8 6 . 
6 . B . O . C . M . , n 8 2 0 , del 2 0 . V . 8 6 . 
7 . B . O . C . A . I B . , n 8 5 3 , del 2 8 . I V . 8 7 . 
8 . B . O . A . , n 8 3 6 , del 3 0 . Ш . 8 7 . 
9 . B . O . P A . , n 8 1 0 1 , del 1 . V . 8 7 . 
1 0 . D . O . E . , n 8 3 7 , del 1 2 . V . 8 7 . 
1 1 . B . O . C A . , n 8 5 6 , del 4 . V . 8 7 . 
1 2 . D . O . G A . , n e 1 0 3 , del 2 . V I . 8 7 . 
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13. Andalucía: Ley 2/1988, de 4 de abril13. 
14. Castilla y León: Ley 18/1988, de 28 de diciembre14. 
15. Valencia: Ley 5/1989, de 6 de julio1 5. 
El nombre de todas es el de Ley de o sobre Servicios Sociales, salvo 
las de Baleares («de Acción Social»), Aragón («de Ordenación de la 
Acción Social») y Castilla y León («de Acción Social y Servicios 
Sociales»). 
Al estudio de este tema me ha impulsado, entre otras razones, la 
repercusión que, en la vida práctica de muchas instituciones de la Iglesia 
Católica, tiene o podrá tener en un futuro cercano. Debe tenerse en 
cuenta que estas instituciones, cuya importancia, al menos numérica, 
está fuera de toda duda, se han visto casi repentinamente ante unas dis-
posiciones legales que al publicarse con el propósito de regular el entero 
campo de la acción social, pasan a regular también, o al menos con esa 
pretensión se presentan, buena parte de su actividad. Vienen, pues, las 
leyes autonómicas de servicios sociales a convertirse en un elemento de 
radical novedad en un área en la que tradicionalmente existía un reposado 
modus vivendi, fundado en buena parte sobre una normativa decimonó-
nica apenas aplicada. 
Por otra parte, las leyes parecen delinear un paisaje social en el que 
los fenómenos carenciales son poco menos que escasos y que, además, 
para los mismos, se aprestan los poderes públicos a disponer, sobre la 
base de una firme infraestructura socio-asistencial ya existente, toda una 
batería de soluciones. Entre éstas, se les hace sitio, se les deja un lugar 
milimetrado, a las que la sociedad tenga a bien aportar por su cuenta. 
El presente trabajo está, sin embargo, dedicado a una concreta clase 
dentro del genérico grupo de entes de iniciativa social: a aquellos cuya 
naturaleza resulta cualificada por su carácter religioso, concretamente a 
las entidades prestadoras de servicios sociales de la Iglesia Católica o 
dependientes de ella. El hecho de referirme exclusivamente a la confe-
sión católica, tiene, aparte de otros motivos, uno de índole sociológica 
bien claro: ninguna otra confesión -ni siquiera aquellas que cuentan con 
13 . B.O.JA., n° 29, del 12.IV.88. 
14 . B.O.C. y 1., n s 5, del 9.1.89. 
15 . D.O.G.V., n 8 1.105, del 12.Vn.89. 
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el marchamo ministerial de la declaración del arraigo notorio- es compa-
rable en cuanto al número de entidades, centros o prestaciones sociales 
desarrolladas. 
La importancia que en este sentido tienen las entidades católicas, he 
tratado de ponerla de relieve mediante la inclusión de algunos datos es-
tadísticos que parecen suficientemente ilustrativos. A la vista de esas 
cifras, de una magnitud muy considerable, resulta paradójica la casi nula 
atención que las leyes autonómicas de servicios sociales prestan a las en-
tidades religiosas. Ignoro si el motivo del silencio casi general puede es-
tar radicado en una infundada pretensión de los legisladores regionales 
de que sean totalmente asimiladas a las demás entidades de iniciativa so-
cial. Sea o no ésta la razón, me ha parecido necesario intentar justificar la 
finalidad religiosa -como elemento cualificador de todo su operar- de las 
entidades confesionales a las que me refiero. 
Tras revisar los tipos de entes eclesiásticos que prestan o pueden 
prestar servicios sociales, paso a estudiar las implicaciones que para los 
mismos puede tener el mandato constitucional sobre las relaciones de 
cooperación del artículo 16. 3. El examen de las fuentes de Derecho 
Eclesiástico que más directamente afectan a la regulación básica de los 
entes eclesiásticos prestadores de servicios sociales, prosigue con el 
análisis del artículo V del Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos, del que trato 
de extraer sus consecuencias más importantes. A continuación considero 
en qué medida puede resultar, en alguno de sus preceptos, aplicable a las 
entidades estudiadas el artículo 6 de la Ley Orgánica de Libertad Reli-
giosa. 
Pongo fin al estudio con una breve referencia a la oportunidad de 
una regulación que, como fruto de un pacto entre la Iglesia en España y 
los gobiernos, estatal o regionales, supliese, en lo que se refiere a las 
entidades eclesiásticas, las deficiencias y omisiones de unas leyes de 
servicios sociales que no han sabido tener en cuenta que, en el ordena-
miento jurídico de una nación que ha querido dotarse de un sistema de 
derechos fundamentales garantizados por su constitución, entre ellos el 
de libertad religiosa, los desmedidos afanes planificadores tienen mal 
cobijo. 
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I. I M P O R T A N C I A D E L A L A B O R R E A L I Z A D A P O R L A S E N T I D A D E S D E 
L A I G L E S I A P R E S T A D O R A S D E S E R V I C I O S S O C I A L E S 
Me ha parecido conveniente aportar algunos datos estadísticos que, 
en mi opinión, justifican cumplidamente la rúbrica de este primer apar-
tado y, a la vez, ponen de manifiesto que el casi absoluto silencio que 
guardan los textos legales autonómicos de servicios sociales sobre las 
entidades eclesiásticas que trabajan en este campo, no puede deberse ni a 
un descuido, ni a que ese trabajo sea de escasa envergadura. 
Ciertamente, hasta tiempos bien recientes, la Iglesia en España no 
había mostrado una excesiva preocupación por las cuestiones estadísticas 
relativas a la actividad de sus entes asistenciales1 6. En el año 1980 el 
Presidente de Caritas Española, a la vez que no dudaba en calificar como 
de «enorme»17 la presencia de la Iglesia en la acción social, reconocía la 
falta de estudios que cuantificasen su importancia18. Sin embargo, ese 
mismo año, el propio Presidente de Caritas Española ofreció, como cifra 
aproximada, la del ochenta por ciento del total de la labor benéfico-social 
realizada en España1'. 
Algún dato estadístico se puede obtener del Anuario Pontificio que, 
en sus sucesivas ediciones, ofrece el número de institutos de beneficen-
cia actuantes en cada diócesis20. 
16. La Guía de la Iglesia en España, cuya primera edición es de 1954, recogía en ésta 
y en las sucesivas ediciones -de publicación no periódica- pocos datos sobre la actividad de 
las entidades benéficas y asistenciales. 
17 . D E PRADA, Actividades benéficas y asistenciales de la Iglesia, en Los Acuerdos 
entre la Iglesia y España, Madrid, 1980, p. 273. 
18. Ch.Ibidem. 
19. «Sorprende, además la despreocupación de la Iglesia oficial ante los problemas 
apuntados en contraste con su intensa intervención en otros puntos, como es el de la 
enseñanza y todo esto sorprende tanto más cuanto en estos momentos en nuestra patria la 
actuación en materia de beneficencia de la Iglesia alcanza probablemente el 80% de toda la 
actuación en este campo». D E PRADA, Discusión de las ponencias de los Profesores 
Friesenhan, Echeverría y Rüfner, en Constitución y relaciones Iglesia-Estado en la 
actualidad. Actas del Simposio Hispano-Alemán organizado por las Universidades Ponti-
ficias de Comillas y Salamanca. (Madrid, 13-15 marzo 1978), Salamanca, 1978, p. 249. 
2 0 . Sin embargo, las cifras que ofrece el Anuario tienen un interés relativo, ya que, 
por su ubicación, enseguida se observa que se refiere a institutos religiosos de be-
neficencia, no a instituciones benéficas en general. En el correspondiente a 1990 se re-
señan los siguientes como actuantes en cada diócesis: Albacete, 20; Almería 53; Astorga, 
30; Avila, 15; Badajoz, 42; Barbastro, 11; Barcelona, 122; Bilbao, 63; Burgos, 70; Cádiz-
Ceuta, 15; Calahorra, 34; Canarias, 36; Cartagena, 123; Ciudad Real, 46; Ciudad Rodrigo, 
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En el año 1989, la Oficina de Estadística y Sociología de la Iglesia 
(OESI)2 1, dependiente del Secretariado General de la Conferencia Epis-
copal Española, publicó el volumen Estadísticas de la Iglesia Católica 
1989, que recoge en sus páginas, entre otras muchas, las correspondien-
tes a la labor de la Iglesia en España en el campo de los servicios so-
ciales, tanto las que se refieren a su órgano oficial, Caritas, como a las 
demás entidades eclesiásticas. 
Con base en dichas estadísticas, entresacando entre los numerosos 
datos los que a mi juicio resultan más significativos, he elaborado los 
cuadros siguentes, los cuales me parecen suficientemente ilustrativos22. 
Centros de Caritas prestadores de servicios sociales (por sectores): 
Ancianos 
- Residencias 98 
Transeúntes 
- Centros de acogida 91 
- Albergues 35 
Infancia 
- Colonias 91 
- Talleres tiempo libre 200 
Toxicomanías 
- Centros para alcohólicos 34 
- Equipos intervención drogas 63 
Parados 
- Cooperativas y sociedades laborales 172 
- Talleres ocupacionales 138 
Gitanos 
- Centros o talleres de promoción 26 
Minusválidos 
- Centros 28 
5; Córdoba, 41; Coria-Cáceres, 6; Cuenca, 43; Gerona, 14; Granada, 96; Guadix-Baza, 10; 
Huelva, 36; Huesca, 17; Ibiza, 7; Jaca, 5; Jaén, 62; León, 28; Lérida, 11; Lugo, 7; Madrid-
Alcalá, 369; Málaga, 17; Mallorca, 44; Menorca, 8; Mondoñedo, 17; Orense, 34; 
Orihuela, 21; Osma, 19; Oviedo, 58; Palencia, 20; Pamplona-Tudela, 152; Plasencia, 12; 
Salamanca, 26; San Sebastián, 82; Santander, 47; Santiago de Compostela, 54; Segorbe-
Castellón, 18; Segovia, 9; Sevilla, 89; Sigüenza-Guadalajara, 11; Solsona, 17; Tarazona, 
22; Tarragona, 11; Tenerife, 13; Teruel, 20; Toledo, 103; Tortosa, 3; Túy-Vigo, 42; Urgel, 
8; Valencia, 115; Valladolid, 55; Vich, 31; Vitoria, 34; Zamora, 14; Zaragoza, 50. 
2 1 . Agradezco a su Director, don Francisco Azcona San Martín las referencias 
bibliográficas que amablemente me facilitó y que han hecho posible la confección de este 
apartado del presente estudio. 
2 2 . Las cifras se refieren al año 1986. 
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Beneficiarios de Caritas (por los diversos sectores): 
- Ancianos 34.76 
- Transeúntes 177.363 
- Infancia-Familia 51.478 
- Alcoholismo-Drogadicción 274 
- Parados 39.243 
- Gitanos 16.111 
- Minusvalidos 2.037 
- Total 289.982 
Recursos (en miles de ptas.) Invertidos por Caritas: 
- Ancianos 935.597 
- Transeúntes 398.808 
- Infancia-Familia 476.911 
- Juventud 196.592 
- Toxicomanías 257.577 
- Paro y cooperativismo 1.226.293 
- Animación rural y urbana 39.502 
- Atención extranjeros 52.173 
- Minusvalidos 247.493 
- Gitanos 165.452 
- Formación y sensibilización 80.294 
- Atención primaria 890.951 
- Ayuda al exterior 23.220 
- Total 4.990.863 
Centros prestadores de servicios sociales de entidades de la Iglesia o 
dependientes de ella: 
- Casas para ancianos, enfermos crónicos minusvalidos 935 
- Orfanatos y otros centros para la tutela infantil 185 
- Centros especiales de educación 205 
- Guarderías infantiles 620 
- Jardines de infancia 2.172 
- Otros centros sociales 351 
- Total 4.868 
Beneficiarios de los centros prestadores de servicios sociales: 
- Casas para ancianos, enfermos crónicos y minusvalidos 79.894 
- Orfanatos y otros centros para la tutela infantil 9.848 
- Centros especiales de educación 14.307 
- Guarderías infantiles 41.829 
- Jardines de infancia 213.735 
- Otros centros sociales 178.704 
- Total 538.317 
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I I . F I N A L I D A D RELIGIOSA D E LOS ENTES BENÉFICOS Y 
ASISTENCIALES D E L A IGLESIA 
1. Una cuestión terminológica previa 
Antes de pasar a contemplar el carácter religioso de esta finalidad se 
impone la aclaración de por qué me refiero en esta rúbrica a los «entes 
benéficos y asistenciales» y no a «entes de servicios sociales». 
Son tres las razones que avalan esta preferencia. En primer lugar, la 
expresión «entes de servicios sociales» no ha cuajado aún en la üteratura 
eclesiasticista española, quizás porque -y ésta es la segunda razón- este 
término aún no ha sido acogido por las fuentes normativas del Derecho 
Eclesiástico 2 3. La tercera de las razones estriba en el hecho de que la 
posible antítesis no se establece entre centros benéficos o centros asis-
tenciales y servicios sociales; sino, en todo caso, entre beneficiencia o 
asistencia y servicios sociales24. 
Hay que tener en cuenta que hoy en día la clasificación de un centro 
como benéfico o asistencial, aparte de razones de arrastre histórico, no 
depende tanto de la consideración de los servicios que efectivamente 
presta cuanto de la normativa según la cual fue constituido y en virtud de 
la cual goza de un tratamiento determinado. Desde este punto de vista, 
nada impide, como lo ha puesto de relieve la doctrina más autorizada25, 
2 3 . El texto normativo que más directamente regula la materia es el art. V del Acuerdo 
sobre asuntos jurídicos de 3 de enero de 1 9 7 9 , que se refiere a las «instituciones de carácter 
benéfico o asistencial de la Iglesia». 
2 4 . Beneficencia, asistencia social y servicios sociales son realidades jurídicas di-
versas. Así mientras la beneficencia es una actividad gratuita, llevada a cabo organiza-
damente por establecimientos públicos o particulares para satisfacer necesidades de cua-
lesquiera indigentes, quienes, sin embargo, no tienen un derecho subjetivo a su disfrute, la 
asistencia social se caracteriza por ser también una actividad pública y gratuita, pero en la 
que se pone remedio a las situaciones de necesidad -no sólo de indigencia- de cualesquiera 
ciudadanos, quienes, probando estar en esas situaciones, están investidos del derecho 
subjetivo a las ayudas en que consiste. Por su parte, por servicios sociales se puede 
entender el conjunto de medios, ayudas o prestaciones que tienen como finalidad conseguir 
la integración social de todas las personas y grupos, removiendo los obstáculos que 
impiden su desarrollo personal o dificultan esa integración. De donde se sigue que no sólo 
el ámbito subjetivo de protección de los servicios sociales se amplía respecto a las dos 
realidades anteriores, sino que su dimensión funcional es mucho más ambiciosa. 
2 5 . En este sentido se ha afirmado que «resulta fácil confundir la dimensión técnica de 
los servicios sociales con la institucional, el contenido con la forma. Así es frecuente 
hacer comparaciones entre la Beneficencia y los servicios sociales, o entre éstos y la 
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que un centro calificado como benéfico preste servicios que se califiquen 
como sociales2 6. Por otra parte, no debe olvidarse la función pionera de 
la Iglesia respecto a los servicios sociales, no sólo en lo que se refiere a 
su efectiva prestación, sino también respecto a la elaboración doctrinal 
del propio concepto27. 
2. Breve referencia a la doctrina del Vaticano II 
Desde el punto de vista de la doctrina de la Iglesia Católica, está 
fuera de toda duda que la naturaleza y finalidad de las acciones desarro-
lladas por sus entes benéficos y asistenciales, o por entes de este tipo 
dependientes de ella, son de carácter religioso 2 8. Justificar cumplida-
mente esta afirmación supondría salirse del ámbito jurídico de este 
estudio2 9. Por este motivo, solamente me limitaré a apuntar que el Con-
cilio Vaticano II ha contribuido a dejar en claro, sobre todo en la Cons-
titución Gaudium et Spes, que la misión de la Iglesia -y, por tanto, las 
Seguridad Social, sin caer en la cuenta de que son entidades heterogéneas. La Beneficencia y 
la Seguridad Social son dos sistemas jurídicos o institucionales distintos entre sí. Los 
servicios sociales son actividades técnicas que pueden producirse y prestarse en un régimen 
de Beneficencia, de seguridad social y otras (.. .). Ni qué decir tiene que una misma clase de 
servicio social, tal como un club de ancianos, puede crearse y gestionarse -y de hecho se 
han creado y se gestionan- bajo diferentes regímenes institucionales. Se trata, a fin de 
cuentas, de que los contenidos de los servicios sociales son una cosa y sus formas 
institucionales otra». CASADO PEREZ y GUILLEN, Introducción a los servicios sociales, 
Madrid 1988, p. 172. 
2 6 . De hecho entidades benéficas de la Iglesia Católica, como Caritas, desarrollan 
diversos programas de servicios sociales aprobados y subvencionados por el Ministerio de 
Asuntos Sociales, que, por otra parte, se abstuvo de subvencionar, en 1989, 
discriminatoriamente, la mayor parte de los programas presentados por esta entidad, por 
razones que no son del caso. 
2 7 . «La Chiesa ha avuto il merito di sviluppare nel corso dei secoli teorie e prassi 
assistenziali, che costituiscono il retroterra comune e necessario dell'odierno bagaglio 
culturale, professionale e tecnico in materia di servizi sociali». DALLA TORRE, L'attività 
assistenziale della Chiesa nel'ordinamento italiano. Aspetti dominatici e spunti rico-
struivi, Milano, 1979, p. 3. 
2 8 . Este dato que, a primera vista, podría parecer irrelevante para el ordenamiento 
estatal, no lo es tal, al menos de modo absoluto, si se tiene en cuenta el mandato 
constitucional contenido en el art. 16.3 de nuestra Carta Magna que obliga a los poderes 
públicos a tener en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española. 
2 9 . Una justificación acertada la realiza DALLA TORRE, L'attività assistenziale della 
Chiesa..., cit., pp. 39 a 68. 
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actividades de sus miembros tendentes a su realización- no se circuns-
cribe a un ámbito, por así decir, intraeclesial, sino que lo rebasa, inser-
tándose también en las actividades temporales, que son, por otra parte, 
donde la mayoría de los católicos deben de hacer presente a la Iglesia3 0. 
Refiriéndose concretamente a las obras mediante las que los fieles de la 
Iglesia -movidos por la caridad- ayudan a sus semejantes, el Concilio 
Vaticano II las reivindica para la Iglesia «como deber y derecho propio 
que no puede enajenar»31. 
3 . Algunas opiniones doctrinales que niegan la finalidad religiosa 
de los entes benéficos y asistenciales de la Iglesia 
Sin embargo, la doctrina eclesiasticista española no es unánime a la 
hora de conceptuar la actividad de las entidades benéficas y asistenciales 
eclesiásticas32 como actividades religiosas o de finalidad religiosa33. Así, 
3 0 . Cfr. Constitución Gaudium et Spes, nn. 40 a 44. 
3 1 . Merece la pena, a fin de ilustrar lo que se viene manteniendo, reproducir con 
cierta extensión algunos pasajes del n. 40 del Decreto Apostolicam Actuositatem de donde 
he tomado las palabras transcritas: 
«En sus comienzos, la Santa Iglesia, uniendo el «ágape» a la cena eucarística, se 
manifestaba toda entera unida en torno a Cristo por el vínculo de la caridad; así en todo 
tiempo se hace reconocer por este distintivo del amor y, sin dejar de gozarse con las 
iniciativas de los demás, reivindica para sí las obras de caridad como deber y derecho 
propio que no puede enajenar. Por lo cual, la misericordia para con los necesitados y los 
enfermos y las llamadas obras de caridad y de ayuda mutua para aliviar todas las necesidades 
humanas son consideradas por la Iglesia con singular honor. 
»(. . . ) La acción caritativa puede y debe abarcar hoy a todos los hombres y a todas las 
necesidades. Donde quiera que haya hombres carentes de alimento, vestido, vivienda, 
medicinas, trabajo, instrucción, medios necesarios para llevar una vida verdaderamente 
humana, o afligidos por la desgracia o por la falta de salud, o sufriendo el destierro o la 
cárcel, allí debe buscarlos y encontrarlos la caridad cristiana, consolarlos con diligente 
cuidado y ayudarles con la prestación de auxilios. Esta obligación se impone ante todo a 
los hombres y a los pueblos que viven en la prosperidad». (La traducción está tomada de 
Documentos del Vaticano H, 40* edición de la BAC, Madrid, 1985). 
3 2 . Al hablar de las entidades eclesiásticas, me refiero a las de la Iglesia Católica, ya 
que como se ha dicho «no ofrece duda que el empleo de la denominación entidades 
eclsesiásticas, sin más puntualizaciones, hace referencia a las de la Iglesia Católica». 
LÓPEZ ALARCON, Algunas consideraciones sobre el régimen jurídico de las entidades 
eclesiásticas católicas, en «Estudios de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico en 
Homenaje al Profesor Maldonado», Madrid, 1983, p. 337. 
3 3 . Sí había esa unanimidad entre los cultivadores del viejo Derecho Público 
Eclesiástico que tradicionalmente, como se ha afirmado, (cfr. GARCÍA BARBERENA, Criterios 
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Iban incluye las actividades benéficas entre aquellas actividades no 
religiosas de las confesiones que pueden ser financiadas por el Estado34, 
lo cual guarda coherencia con su personal visión de que la actividad 
benéfica es de exclusiva competencia estatal35. 
Viladrich, partiendo de otros presupuestos, también niega la espe-
cifidad religiosa de las actividades benéficas y asistenciales de las conf-
esiones y afirma que dichas actividades no forman parte del objeto del 
derecho de libertad religiosa36. En mi opinión, es conveniente distinguir, 
respecto a las actividades de los entes eclesiásticos de beneficiencia y 
asistencia, su objeto de su finalidad. La actividad de que se trate consiste 
en la realización de ciertas prestaciones que, al menos teóricamente, no 
tienen por qué diferir, ya las realice un ente eclesiástico, ya uno estatal. 
Pero la finalidad, obviamente, es distinta en el caso de las entidades 
eclesiásticas, ya que, aparte de motivos de, por ejemplo, promoción 
humana, el fin que se persigue es indudablemente, de naturaleza 
religiosa. Y este fin informa toda la actividad y la cualifica3 7. Es esta 
para una relación adecuada entre la Iglesia y el Estado en materia de obras benéficas y 
asistenciales, en Constitución y relaciones Iglesia-Estado en la actualidad. Actas del 
Simposio hispano-alemán organizado por las Universidades Pontificias de Comillas y 
Salamanca (Madrid, 13-15 marzo 1978), Salamanca, 1 9 7 8 , p. 1 4 8 ) , considera la actividad 
benéfica como una típica res mixta. Así lo hace, por ejemplo, el último gran exponente del 
Derecho Público Eclesiástico: cfr. OTTAVIANI, ¡nstitutionis Iuris Publici Ecclesiastici, vol. 
n, Roma, 1 9 6 0 , p. 1 8 4 . 
3 4 . Cfr. IBAN y PRIETO SANCHIS, Lecciones de Derecho Eclesiástico, Madrid, 1 9 8 5 , p. 
2 2 6 . 
3 5 . «Lo mismo cabría decir de la posible subvención estatal a actividades de bene-
ficencia (.. .). Son actividades que debería realizar el Estado, pero como quiera que no son 
realizadas plenamente por él por razones históricas o de incapacidad, al ser realizadas por 
las confesiones subvenciona dicha actividad 'statal' y no 'confesional'». Ibidem., p. 2 2 7 . 
3 6 . «La contribución de las confesiones al bien común mediante prestaciones 
sociales y ciudadanas no es propiamente hablando, la acción especifica (religiosa) de las 
confesiones y no forma parte del objeto del derecho de libertad religiosa. Por ser confesión 
puede relacionarse en términos de convención con el Estado, pero porque la materia está 
fuera del derecho de libertad religiosa, se somete por su misma naturaleza al régimen 
jurídico común de cualquier ente asistencial o benéfico». VILADRICH, Los principios 
informadores del Derecho Eclesiástico Español, en Derecho Eclesiástico del Estado 
Español, ( 2« edición). Pamplona, 1 9 8 3 , p. 2 5 2 . 
3 7 . Esta distinción entre el objeto material y el fin de una actividad religiosa pienso 
que debe tenerse en cuenta y que, de hecho, se tiene en muchos ámbitos. Si no, se llegaría al 
absurdo de asimilar una procesión a una manifestación más o menos silenciosa, o una 
romería a un paseo campestre. Las exigencias de conducta moral proceden, en muchas 
ocasiones, de las creencias que se poseen. Para un cristiano la realización de las obras de 
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cualificación la que, a mi juicio, hace que la tutela derivada del derecho 
de libertad religiosa se extienda a las actividades de los entes benéficos y 
asistenciales de la Iglesia o dependientes de ella3 8. 
misericordia es efecto de su fe y manifestación vital del libre ejercicio de su fe con todas sus 
consecuencias. Para el cristiano, vivir la caridad no se disocia del rendimiento a Dios del 
culto debido. 
3 8 . La cualificación religiosa de las actividades a que me refiero es aceptada en la 
doctrina italiana. Por vía de ejemplo, transcribo dos pasajes de autores italianos cuyas 
posiciones no suelen ser coincidentes: 
«Si può dire, dunque, che la 'tendenza immanente di ogni religione di essere assunta dai 
propri aderenti come principio ispiratore e vivificatore di tutte le loto attività umane in 
ogni settore della convivenza' sembra trovare una progressiva rispondenza nelle nuove 
concezioni che, della libertà religiosa, si vengono affermando in dottrina, così come nella 
legislazione e nella stessa giurisprudenza. 
»Da ciò deriva -per quanto attiene al tema in esame- che l'attività assistenziale 
religiosamente qualificata deve ricondursi nell'ambito tutelato dal diritto di libertà reli-
giosa, in quanto tesa non solo a testimoniare, a rendere credibile una fede, ma anche e 
soprattutto in quanto tesa a garantire la libera manifestazione ed integrale affermazione 
della dimensione religiosa, che è componente fondamentale della personalità. Ciò è tanto 
più vero in riferimento ai cattolici, per i quali, appunto, l'esercizio della carità è non solo 
un precetto religioso, bensì una peculiare ed insostituibile manifestazione della fede. 
»Di qui, ancora, la conseguenza che la libertà delle associazioni ed istituzioni 
assistenziali religiosamente qualificate si risolve nella libertà di religione di quanti hanno 
dato vita o concorrono alla vita delle associazioni in materia, ( . . .) , dovrebbe comunque 
risultare presupposto dal diritto di libertà religiosa». DALLA TORRE, L'attività asistenziale 
della Chiesa..., cit., pp. 120-121. 
«In sostanza le istituzioni assistenziali caratterizzate confessionalmente, dal punto di 
vista del'ordinamento dello Stato, nella misura in cui sono dotate di una qualifica giuridica 
civile (enti ecclesiastici, associazioni o fondazioni, cooperative od anche società 
commerciali), rientrano nella stessa disciplina di diritto comune, sancita per le altre 
istituzioni private, compresi i poteri pubblici di controllo e vigilanza sulle persone 
giuridiche, nonché le garanzie di libertà di azione, (.. .) nei termini già esposti in 
precedenza; per quanto riguarda la specifica qualificazione confessionale, consistente o 
nella soggezione alla disciplina ed alla autorità degli ordinamenti confessionali o nella 
mera valenza religiosa nell'attività statutariamente prevista, essa rivelerà nel senso di 
aggiungere al trattamento giuridico già descritto per le altre istituzioni private, le ulteriori 
speciali garanzie che possano essere richieste dai principi constituzionali di libertà 
religiosa, individuale ed associata». TOZZI, Riforma amministrativa ed interessi religiosi. 
Il riassetto dell'assistenza e della beneficenza, Napoli, 1983, pp. 250-251. 
Por otra parte, también se ha reconocido claramente la cualificación religiosa de las 
actividades de las entidades benéficas confesionales en la jurisprudencia constitucional 
alemana: «El Tribunal Constitucional Federal ha reconocido la importancia relevante de la 
Caritas cristiana en constante jurisprudencia y ha extendido la garantía de la libertad 
religiosa (art. 4.2 LF) y de la autonomía de la Iglesia (art. 140 LF/ art. 137.3 CW) a la 
acción caritativa de las Iglesias. Esto tiene igual aplicación si se trata no ya de las Iglesias, 
sino de instituciones subordinadas a éstas. Gozan de protección igualmente las 
instituciones religiosas, fundaciones, órdenes, asociaciones y demás personas jurídicas de 
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Más recientemente, la Profesora Buqueras, ha sostenido la natura-
leza no religiosa de las actividades de los entes confesionales de benefi-
cencia y asistencia social en un artículo muy sugerente dedicado a este 
tema 3 9, en el que, sin embargo, opina que «la beneficencia no puede 
considerarse un hecho de tipo religioso sin perjuicio de que las confe-
siones puedan interpretarlo en este sentido y aun el ordenamiento jurí-
dico estatal haga lo mismo en ocasiones. Para la Iglesia Católica, por 
ejemplo, participar en la lucha para erradicar la marginación -social es un 
derecho esencial del ciudadano y de los grupos sociales, que se inscribe 
'en el más amplio concepto de los derechos del hombre, de la libertad 
civil y de la propia libertad religiosa'»40. La cita que se contiene al final 
del pasaje transcrito pertenece a Juan Pablo II 4 1, y, aunque la autora 
parece basar en ella parte de la fuerza de su argumentación, en realidad lo 
que las palabras citadas indican es que la actividad dirigida a erradicar la 
marginación social se adscribe -aparte de en «el más amplio concepto de 
los derechos del hombre» y «de la libertad civil»- en «la propia libertad 
religiosa». Y este derecho de libertad, ampara, precisamente los fenóme-
nos y actividades sociales de naturaleza religiosa, aunque por su objeto 
resulten coincidentes con otras actividades carentes de motivación y 
finalidad religiosa. 
Buqueras, en el trabajo citado, poco más adelante, vuelve a insistir 
en su opinión y aporta un nuevo argumento: «Si la interpretación de qué 
cosa sea el hecho religioso se hace conforme a la doctrina de las confe-
siones, se estaría confesionalizando esa noción» 4 2. Es decir, dar por 
derecho público o privado, cuando están subordinadas a las Iglesias y actúan bajo su 
mandato». RÜFNER, La garantía de existencia de clínicas de la Iglesia y de instituciones 
caritativas y el aseguramiento de su carácter confesional, en CORRAL y LJSTL (Ed.): 
Constitución y Acuerdos Iglesia Estado. Actas del II Simposio Hispano Alemán, Madrid, 
1 9 8 8 , p. 2 7 0 . 
3 9 . BUQUERAS, Estado social de derecho y actividad de las confesiones en materia de 
beneficencia, en «Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado», 3 ( 1 9 8 7 ) , pp. 3 0 9 - 3 2 0 . 
4 0 . Ibidem, p. 3 1 9 . 
4 1 . Está tomada del discurso al X X I X Congreso de Juristas Católicos italianos. 
Citado por J.M. DE PRADA, en Actividades benéficas y aistenciales de la Iglesia, en «Los 
Acuerdos entre la Iglesia y España», Madrid, 1 9 8 0 , p. 2 7 6 . 
4 2 . BUQUERAS, Estado social de derecho y actividad..., cit., pp. 3 1 9 - 3 2 0 . 
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bueno la doctrina de Iglesia Católica -o de cualquier confesión que la 
sustentase- de que la actividad de los entes asistenciales y benéficos ecle-
siásticos es una actividad religiosa, sería contrario a la no confesio-
nalidad del Estado. No obstante, debe tenerse en cuenta que a este argu-
mento se le puede «dar la vuelta», diciendo que la determinación unila-
teral por parte del Estado de qué hechos tienen naturaleza o finalidad reli-
giosa y de qué otros hechos carecen de esa naturaleza o finalidad, sería 
una suerte de jurisdiccionalismo43 contrario al principio de laicidad44 y al 
de libertad religiosa45. 
4. Argumentos en favor de la finalidad religiosa 
Lo expuesto constituye una cuestión aporética de difícil resolución46, 
por lo que se impone, a mi modo de ver, para llegar a esclarecer la 
finalidad religiosa -o no- de las actividades desarrolladas por los entes 
benéficos y asistenciales eclesiásticos, seguir otro camino, como puede 
ser rastrear los datos que nos ofrece el derecho positivo. 
4 3 . Buena dosis de jurisdiccionalismo se contiene en el control indirecto sobre las 
Iglesias que se efectúa a través del Registro de entidades religiosas como efecto de entender 
que la competencia para discernir la finalidad religiosa es competencia del Ejecutivo: «En 
forma subrepticia y, como hemos indicado, entre los requisitos que debe contener la 
inscripción y cuya ausencia provoca la denegación de la misma (art. 4, núm. 2), se ha 
añadido, en la Ley /Orgánica de Libertad Religiosa], a la palabra fines que incluía el Acuerdo 
Jurídico (art. 3-2-c del Reglamento) el calificativo de religiosos, lo que implica nada menos 
que el ministro de Justicia es el llamado a discernir si el ente a inscribir tiene o no «fines 
religiosos». Basta recordar lo ocurrido en el pasado y la equiparación que muchos 
ciudadanos hacen entre religión y actividad estrictamente cultual en un propósito de apartar 
a la Iglesia de preocupaciones sociales o incluso benéficas, para comprender cómo se ha 
montado a través del Registro un método de control indirecto de las Iglesias». D E PRADA, 
La personalidad de las entidades religiosas y sus requisitos, en «Anuario de Derecho Civil», 
34(1981), p. 723. 
4 4 . Sobre el principio de laicidad del Estado, vid. el clarificador estudio de MOLANO 
La laicidad del Estado en la Constitución española, en Aspectos jurídicos de lo religioso en 
una sociedad plural. Estudios en honor del Dr. D. Lamberto de Echeverría, Salamanca, 
1987, pp. 193-209; y VILADRICH, Principios informadores del Derecho Eclesiástico 
Español, cit., pp. 214-224. 
4 5 . Sobre todo si se tiene en cuenta que uno de las más importantes consecuencias del 
principio de libertad religiosa es la que «la fe y la religión son libres de Estado» según la 
feliz expresión de VILADRICH, Ibid., p. 212 y passim. 
4 6 . Tiene difícil solución porque encierra un claro ejemplo de lo que la lógica clásica 
denomina, tan gráficamente, syllogismus cornutus. 
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Un primer dato lo aporta el art. 6 ,2 de la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa que dice: «Las Iglesias, Confesiones y Comunidades religio-
sas podrán crear y fomentar, para la realización de sus fines, Asocia-
ciones, Fundaciones e Instituciones con arreglo a las disposiciones del 
ordenamiento jurídico general». Los fines a que este precepto se refiere 
son los «suyos», es decir fines religiosos, como se deduce, además, si 
se pone en relación el precepto con el n 2 1 del artículo 6, que permite, no 
sólo para las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas, sino 
también para las instituciones creadas por éstas incluir en sus normas 
«cláusulas de salvaguarda de su identidad religiosa y carácter propio». 
Ahora bien, si sólo se admitieran como fines religiosos los de índole 
cultual, doctrinal o jurisdiccional, en el caso, al menos de la Iglesia 
Católica, esos fines podrían ser conseguidos con los entes pertenecientes 
a su propia estructura orgánica, sin necesidad de tener que constituir o 
crear asociaciones o, mucho menos, fundaciones para su consecución. 
Otro dato que refuerza el anterior argumento se contiene en el art. I 
del Acuerdo Jurídico entre el Estado Español y la Santa Sede sobre 
Asuntos Jurídicos que, en su primer apartado, literalmente dice: «El 
Estado Español reconoce a la Iglesia Católica el derecho a ejercer su mi-
sión apostólica y le garantiza el libre y público ejercicio de las actividades 
que le son propias y en especial las de culto, jurisdicción y magisterio». 
Hay que tener en cuenta que al decir «actividades que le son propias» se 
está refiriendo a actividades eclesiales, esto es, actividades religiosas. 
Por otra parte, al citar como actividades que le son propias las de culto, 
jurisdicción y magisterio, no agota las actividades propias, las activida-
des religiosas, cuyo ejercicio es libre para la Iglesia, como claramente se 
deduce del inciso «en especial» que, obviamente sobraría si esas tres 
fueran las únicas. Hay unas actividades propias de la Iglesia al margen 
de estas tres, cuya mención expresa no responde a su exclusividad, sino 
a su importancia. 
Por su parte, el artículo V del propio Acuerdo sobre Asuntos 
Jurídicos47, en los párrafos de su apartado 1 ofrece datos que abonan la 
4 7 . Para las relaciones de jerarquía o prevalcncia entre este acuerdo y la Ley Orgánica 
de Libertad Religiosa, vid. infra. 
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afirmación de que las actividades de los entes benéficos y asistenciales 
de la Iglesia tienen una finalidad religiosa. Dice dicho apartado: 
«La Iglesia puede llevar a cabo por sí misma actividades de carácter 
benéfico o asistencial. 
«Las instituciones o entidades de carácter benéfico o asistencial de la 
Iglesia o dependientes de ella se regirán por sus normas estatutarias y 
gozarán de los mismos derechos y beneficios que los entes clasificados 
como de beneficencia privada»48. 
Merece la pena hacer dos comentarios del texto transcrito. En primer 
lugar el art V. 1) del Acuerdo expresa que la Iglesia puede realizar por sí 
misma actividades de carácter benéfico o asistencial. La expresión «por 
sí misma» pone de relive que este tipo de actividades son actividades 
propias -no en el sentido de exclusividad- de la Iglesia, porque puede 
llevarlas a cabo a través de los entes de su estructura orgánica, sin que 
tenga necesidad de crear -aunque puede hacerlo- entes para la realización 
de esas actividades, dependientes pero ajenos a esa estructura49. 
En segundo lugar, es también muy interesante el hecho de que las 
instituciones benéficas o asistenciales de la Iglesia, o dependientes de 
ella, tienen un status privilegiado en relación a las asociaciones y otras 
entidades y fundaciones religiosas 5 0, ya que a éstas, respecto a su 
régimen de funcionamiento, en virtud de lo dispuesto en el art. 1.4 del 
4 8 . Conviene hacer notar que en el derogado concordato de 1953 no se contenía 
ningún precepto que se refiriese en estos términos a las entidades benéficas o asistenciales. 
Cfr. las tablas de correspondencias entre el Corcordato y los Acuerdos en FORNES, El nuevo 
sistema concordatario español, Pamplona, 1980, pp. 113-119 y en CORRAL, Textos 
Oficiales, en «Los Acuerdos entre la Iglesia y España» cit., pp. 811-813. 
4 9 . La Iglesia, sin embargo, no podría llevar «por sí misma» actividades que no le 
fueran propias, es decir, que no fueran de finalidad o naturaleza religiosa. Así, por ejemplo, 
una diócesis que quisiera, por razones de economía, construir las viviendas de sus párrocos 
no podría actuar directamente, por sí misma, sino que debería proceder constituyendo una 
empresa constructura, a la que serían de aplicación para su constitución y posterior 
desenvolvimiento en el tráfico jurídico iguales normas que a las demás entidades que 
realizan esa actividad. 
5 0 . El Acuerdo Jurídico, como es sabido, respecto a este tipo de entidades distingue 
entre aquellas que en la fecha de su entrada en vigor ya tenían personalidad jurídica civil y 
aquellas otras que la adquirieran con posterioridad. Respecto de estas últimas es de las que 
explícitamente dice que se sujetarán en su régimen de funcionamiento al derecho estatal; en 
cambio, de las primeras no se dice nada, ya que sólo se refiere al reconocimiento de su 
personalidad. 
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Acuerdo Jurídico en su párrafo último s l , se les aplicará el derecho 
estatal, aunque haya de tener alguna peculiaridad en razón del respeto 
que merece la naturaleza propia del ente eclesiástico. Sin embargo, las 
entidades benéficas o asistenciales eclesiásticas se regirán «por sus 
normas estatutarias», lo cual les aproxima, en este aspecto, al tratamiento 
que reciben en el Acuerdo las Ordenes, Congregaciones religiosas y 
otras Instituciones de vida consagrada52. La razón de este trato privi-
legiado de las entidades benéficas y asistenciales de la Iglesia está, a mi 
modo de ver, en la naturaleza y finalidad religiosa de las actividades que 
llevan a cabo, lo cual les confiere, por decirlo de alguna manera, un plus 
de eclesiasticidad53 respecto a otras entidades que, dedicándose a activi-
dades distintas, tengan su misma configuración jurídica. 
III. C L A S E S D E E N T E S E C L E S I Á S T I C O S Q U E P R E S T A N S E R V I C I O S 
S O C I A L E S 
En la práctica se observa que la Iglesia Católica no tiene un único 
tipo de órgano benéfico o asistencial prestador de servicios sociales. Es 
decir, en la organización de la Iglesia no existe un especializado cauce 
jurídico-institucional para la prestación de este tipo de servicios, sino 
5 1 . «Las Asociaciones y otras Entidades y Fundaciones religiosas que estando 
erigidas canónicamente en la fecha de entrada en vigor del Presente Acuerdo, no gocen de 
personalidad jurídica civil y las que se erijan canónicamente en el futuro por la competente 
Autoridad Eclesiástica, podrán adquirir la personalidad jurídica civil con sujeción a lo 
dispuesto en el ordenamiento del Estado, mediante la inscripción en el correspondiente 
Registro, en virtud del documento auténtico en el que consten la erección, fines, datos de 
identificación, órganos representativos, régimen de funcionamiento y facultades de dichos 
órganos». 
5 2 . Sobre el sentido de la expresión «derecho estatutario», vid., las intervenciones 
del los Profs. LÓPEZ ALARCON, FERRABOSCHI, -con la bibliografía que cita- y LOMBARDÍA, 
Discusiones de la Tercera Sesión, en Los acuerdos concordatarios españoles y la revisión 
del concordato italiano. Actas del Simposio celebrado en Barcelona los días 29 de febrero y 
1 de marzo de 1980, Barcelona, 1980, pp. 252-258, 263 y 264 y 264-267, 
respectivamente. Cfr. también LÓPEZ ALARCON, Algunas consideraciones sobre el 
régimen..., cit., pp. 347 y 348 y D E DIEGO LORA, Naturaleza jurídica de las personas 
morales eclesiásticas en el Derecho Español vigente, en «Ius Canonicum», 23 (1983), pp. 
295-300 . 
5 3 . Sobre la noción de eclesiasticidad vid. LÓPEZ ALARCON, Algunas consideraciones 
sobre el régimen..., cit., pp. 354-359. 
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que éstos vienen prestándose por distintas instituciones de la Iglesia, de 
las que unas forman parte de la estructura orgánica y oficial de la Iglesia 
y otras no 5 4 . 
Pienso que un modo práctico de contemplar los distintos entes ecle-
siásticos a los que me refiero es seguir aproximadamente55 el orden que 
se contiene en el abigarrado, pero bastante56 completo, art. I del Acuerdo 
Jurídico, haciendo, lógicamente, las oportunas referencias al art. V. 
1. Diócesis, parroquias y otras circunscripciones territoriales 
Evidentemente, las actividades principales que han de desarrollar 
estos entes no son las relativas a los servicios sociales. Sin embargo, 
nada impide que los presten, como de hecho en muchos casos sucede. 
Los servicios, por ejemplo, de ayuda domiciliaria a ancianos o enfer-
mos, se encuentran con frecuencia organizados en parroquias, sobre 
todo urbanas. 
Por otra parte, estos entes, en España, prestan también servicios 
sociales especializados ya que hay que tener en cuenta que las Caritas 
diocesanas y parroquiales se configuran y se presentan como un cauce 
oficial de la Iglesia para su acción con respecto a los marginados y 
menos favorecidos. Por eso el Art. 1 del Reglamento de Caritas 
Diocesana dice que «Caritas diocesana es el órgano oficial de la Iglesia 
para promover, orientar y coordinar y, en su caso, federar la acción 
caritativa y social de la Iglesia diocesana»57. 
5 4 . Quizá sea este el motivo de la vaguedad del art. V.l del Acuerdo Jurídico que se 
reñere genéricamente a «las instituciones o entidades de carácter benéfico o asistencial de 
la Iglesia o dependientes de ella». 
5 5 . Aproximadamente, porque no me referiré a la Conferencia Episcopal Española, 
que por su propia naturaleza no lleva a cabo servicios sociales. 
5 6 . Es bastante completo, pero no del todo, ya que no se refiere a la personalidad 
jurídica de las estructuras eclesiásticas de base personal, ni a la propia Iglesia Católica en 
cuanto tal. 
5 7 . Este texto lo he recogido en la publicación de CARITAS DIOCESANA DE PAMPLONA, 
Caritas, hoy, Pamplona,1985, p. 61. Aunque el contenido de esta publicación no es 
estrictamente jurídico resulta muy útil para conocer cuál es el funcionamiento de Caritas. 
Por ejemplo, sobre el tema que ahora estoy tratando se afirma que «Caritas es una acción de 
la Iglesia, es una dimensión esencial de la comunidad creyente. En la Diócesis quien preside 
la caridad es el Obispo. El Obispo se hace presente en las Caritas Diocesanas a través de su 
delegado» (p. 61). Pero a mi juicio, lo que resulta más ilustrativo es la parte dedicada a las 
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Ahora bien, en la prestación de estos servicios, estas entidades, que 
forman parte de la estructura oficial de la Iglesia, ¿a qué normativa se 
han de ajustar?. La declaración del art. V. 1 del Acuerdo Jurídico, al 
decir que «la Iglesia puede llevar a cabo por sí misma actividades de 
carácter benéfico o asistencial», ha de interpretarse, en mi opinión, en el 
sentido de que puede, también en este ámbito, «organizarse libre-
mente» 5 8. Sin embargo pienso que esta facultad autoorganizativa no es 
absoluta, sino que los poderes públicos tienen competencias en materias 
técnicas como pueden ser la cualificación profesional de las personas que 
se encargan directamente de prestar los servicios, si éstos por su 
naturaleza exigen tal cualificación, o una verificación razonable del nivel 
de calidad de los mismos5 9. 
2. Ordenes, Congregaciones religiosas y otros Institutos de vida 
consagrada 
Son muy numerosos estos tipos de entes de base asociativa que 
tradicionalmente vienen realizando prestaciones sociales de las más 
diversas clases y en los más variados campos: minusválidos físicos y 
psíquicos, ancianos, pobres y transeúntes, mujeres marginadas, etc. 6 0. 
El Acuerdo Jurídico distingue6 1, respecto a las Ordenes, Congre-
gaciones religiosas y otros Institutos de vida consagrada, entre aquellos 
que a la entrada en vigor del acuerdo poseían ya personalidad jurídica 
civil y aquellos que no la tuviesen. A los primeros, el Estado les 
reconoce la personalidad de que venían disfrutando y, juntamente, la 
plena capacidad de obrar. Respecto a los segundos, establece un trámite 
acciones y servicios realizados por Caritas en el ámbito de la Diócesis de Pamplona (pp. 
71-79). Agradezco a D. Florentino Ezcurra Oroquieta, Delegado Episcopal de Caritas 
Diocesana de Pamplona, su amabilidad al facilitarme un ejemplar de la publicación. 
5 8. Cfr. Art. I. 2 del Acuerdo Jurídico. 
5 9 . Negar estas competencias resultaría tan absurdo, por ejemplo, como negar la 
facultad inspectora del Ministerio de Industria sobre el ascensor de un palacio episcopal o 
sobre los sistemas de seguridad (salida de emergencia, señales luminosas, extintores, etc.) 
de un cine parroquial. 
6 0 . Puede resultar ilustrativa la información que sobre los distintos fines de los 
institutos de vida consagrada se recoge en el Anuario Pontificio, Ciudad del Vaticano, 
1989, pp. 1279-1510. 
6 1 . Cfr. Art. I, 4) del Acuerdo Jurídico. 
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-bastante sencillo- para su adquisición -que no es discrecional por parte 
del Estado 6 2- y añade que a «los efectos de determinar la extensión y 
límites de su capacidad de obrar, y por tanto, de disponer de sus bienes, 
se estará a lo que disponga la legislación canónica, que actuará en este 
caso como derecho estatutario». Salvo esta determinación, tendente, fun-
damentalmente, a asegurar el tráfico patrimonial, nada dice el Acuerdo 
sobre cuál sea su régimen. 
A este respecto conviene distinguir entre la vida interna de los 
institutos y sus actividades extemas. Es claro que en lo que se refiere a 
las relaciones jurídicas internas del instituto -facultades de sus órganos 
de gobierno, obligaciones de los miembros, etc.-, se deberá estar 
exclusivamente a la legislación canónica, incluido su propio derecho 
particular recogido en las constituciones o en instrumentos jurídicos 
similares. En relación a sus actividades externas, en concreto respecto a 
la prestación de servicios sociales, en mi opinión, ante la ausencia de una 
previsión concreta, habrá que estar a lo previsto en el segundo párrafo 
del apartado 1 del artículo V del Acuerdo Jurídico. Este precepto, al 
hablar genéricamente de «instituciones o entidades de carácter benéfico o 
asistencial.», por una parte, no excluye a ningún sujeto en virtud de su 
naturaleza jurídica; y, por otra, en virtud de la locución «de carácter», no 
está imponiendo la exigencia de que los sujetos a que se refiere tengan 
como exclusiva finalidad el desarrollo de actividades de ese tipo. 
Además, hay que tener en cuenta que el régimen que asigna el art. V a 
las instituciones o entidades de carácter benéfico o asistencial es el que se 
contenga en sus propias normas estatutarias, lo cual les confiere 
autonomía organizativa y operativa y hace que, en principio63, no les sea 
aplicable la normativa del ámbito estatal64. 
6 2 . Cfr. DE PRADA, Personalidad civil de los entes eclesiásticos, en Los acuerdos 
entre la Iglesia y España, Madrid, 1980, pp. 249 y 250. 
6 3 . Podría pensarse en el poco probable supuesto de que en esas normas estatutarias 
se hiciera una remisión al derecho estatal. 
6 4 . Se debe hacer la misma salvedad que con los entes orgánicos de la Iglesia res-
pecto de las facultades de índole estrictamente técnica de la Administración. 
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3. Asociaciones, fundaciones y otras entidades 
La índole y finalidad de este trabajo impone no hacer sino una 
somera referencia a la adquisición de la personalidad y al régimen de 
estos entes, a pesar de la gran importancia65 que revisten ambos temas y 
de las numerosas cuestiones teóricas 6 6 y problemas prácticos6 7 que 
plantean. 
Por lo que se refiere a la adquisición de la personalidad jurídica 
civil, al igual que con los Institutos de vida consagrada, el Acuerdo 
Jurídico distingue entre las asociaciones, fundaciones y otras entidades 
que ya gozaban de personalidad civil a la entrada en vigor del Acuerdo y 
6 5 . «Es precisamente en este campo de los entes menores donde puede verse de una 
manera más concreta y tangible hasta qué punto el Estado es respetuoso con la libertad 
religiosa de sus ciudadanos». LOMBARDIA, Personalidad jurídica civil de los entes 
eclesiásticos, en Iglesia y Estado en España, Madrid, 1980, pp. 101-126. 
6 6. Son muy numerosos los trabajos científicos que últimamente han abordado estos 
problemas; aparte del de la nota anterior, se pueden citar: DE LA CUESTA SAEZ, Legislación 
civil extranjera sobre asociaciones religiosas y sobre asociaciones civiles 
«confesionales», en «Simposio sobre asociaciones canónicas de fieles», Salamanca, 
1987, pp. 323-338; D E DIEGO LORA, Naturaleza jurídica de las personas morales ecle-
siásticas en el Derecho español vigente, cit., pp. 300-317; D E ECHEVERRÍA, Las funda-
ciones religiosas en España, «La Ley», 3-1986, pp. 880-884; DE OTADUY, Las cláusulas de 
salvaguarda de la identidad de las instituciones religiosas. Doctrina y Jurisprudencia, en 
«Las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Estudios en Memoria del Profesor Pedro 
Lombardía», Madrid, 1989, pp. 363-389; D E LA HERA, LOS entes eclesiásticos en la 
Constitución Española de 1978, en «El hecho religioso en la nueva Constitución Es-
pañola. Trabajos de la XVI Semana Española de Derecho Canónico», Salamanca, 1979, pp. 
107-132; FoRNES, Libertad religiosa y regulación de los entes de las confesiones, en 
«Aspectos Jurídicos de lo religioso en una sociedad plural. Estudios en honor del Dr. D. 
Lamberto de Echeverría», Salamanca, 1987, pp. 277-293; La personalidad jurídica de los 
entes de las confesiones, en «Scritti in memoria di Orio Giacchi», Milano, 1984, pp. 276-
301; LOMBARDÍA, La personalidad civil de los entes eclesiásticos según los acuerdos entre 
la Santa Sede y el Estado Español de 3 de enero de 1979, en «Ius Canonicum», 37 (1979), 
pp. 79-105; Entes eclesiásticos en España, en «Los acuerdos concordatarios españoles y la 
revisión del concordato italiano», Barcelona, 1980, p. 229-242; LÓPEZ ALARCON, Algunas 
consideraciones sobre el régimen..., cit., pp. 339-365; DE PRADA, Personalidad civil de 
los entes eclesiásticos, en «Los acuerdos entre la Iglesia y España», Madrid, 1980, pp. 
221-264; La personalidad de las entidades religiosas y sus requisitos, cit., pp. 709-731; 
SAENZ DE SANTA MARÍA, El Registro de entidades religiosas: conflicto de disposiciones 
transitorias, en «Revista de Derecho Notarial» 2 (1981), pp. 241-280. 
6 7 . Uno de ellos es, por ejemplo, la reiterada denegación de inscripción, por parte 
del Ministerio de Justicia, a determinadas fundaciones de la Iglesia Católica en el Registro 
de Entidades Religiosas. Para una crítica objetiva y acertada de las resoluciones 
denegatorias: D E DIEGO LORA, Hacia la plena vigencia de los Acuerdos del Estado Español 
con la Santa Sede..., cit., pp. 21-23. 
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aquellas otras que no la hubieran adquirido. Para las primeras se 
establece un reconocimiento automático de la personalidad que venían 
disfrutando. A las segundas, sin embargo, además de la previa erección 
canónica6 8, el Acuerdo exige, para que puedan llegar a adquirir perso-
nalidad, «con sujección a lo dispuesto al ordenamiento del Estado», la 
inscripción en el correspondiente registro69. 
Respecto al régimen de estas entidades la mayoría de la doctrina es 
coincidente en dos puntos. En primer lugar es concorde en señalar que 
las asociaciones, fundaciones y otras entidades religiosas con perso-
nalidad jurídica civil quedan sometidas a las normas estatales, si bien con 
respeto siempre a sus propias exigencias orgánicas y a su naturaleza 
originaria canónica. En segundo lugar hay cierta unanimidad al aclarar 
que esas normas estatales a las que deben sujetarse no pueden ser de 
derecho general -ya que en ese caso sería absurdo exigirles la previa 
erección canónica y que se inscriban en el Registro destinado a entidades 
religiosas-, sino de derecho especial70. 
Sin embargo, esta regla general de sumisión de asociaciones, 
fundaciones y otras entidades al régimen del derecho estatal, encuentra 
su excepción, precisamente, en lo relativo a las instituciones benéficas o 
asistenciales dependientes de la Iglesia en virtud del art. V. 1 del 
Acuerdo Jurídico, que, como repetidamente se ha dicho, establece que 
éstas se regirán por sus normas estatutarias; y les confiere de esta forma 
una autonomía de la que carecen otros entes eclesiásticos de sus misma 
6 8 . Con lo que soluciona el problema derivado de la regulación concordataria 
anterior, conforme a la cual entidades meramente aprobadas, sin, por tanto, personalidad 
jurídica canónica, podían adquirir la civil. 
6 9 . Al contrario que respecto a los institutos de vida consagrada, que «adquirirán» 
mediante la inscripción la personalidad civil, las asociaciones, fundaciones y otras enti-
dades, la «podrán adquirir». Esta expresión, dota, pues, de un cierto grado de discre-
cionalidad a las autoridades estatales, pero esta posibilidad -puesto que los actos de la 
autoridad civil no pueden ser arbitrarios, sino conformes a las exigencias del ordena-
miento-, sólo puede ser entendida en la medida que los condicionamientos legales lo 
permitan. 
7 0 . Sobre los sistemas de derecho especial vid. FORNES, La personalidad civil de los 
entes de las confesiones, cit., pp. 283 y ss. En este mismo trabajo su autor pone de relieve 
que aun los sistemas separatistas, que originariamente intentaron dar acogida a los entes 
confesionales dentro de las normas del derecho general o común, fueron incorporando 
-como en el caso de los Estados Unidos-, progresivamente, normas de derecho especial. 
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naturaleza jurídica, pero creados para el desarrollo de actividades de otra 
índole7 1. 
Ahora bien, el problema puede surgir respecto a aquellas asocia-
ciones y fundaciones que, aparte de tener un carácter benéfico o asis-
tencial, tengan, además, otra finalidad. En mi opinión, salvo en el caso 
de que uno de los fines fuera claramente secundario o accesorio respecto 
del realmente primario o principal, en cuyo supuesto la entidad debería 
regirse por el régimen conforme a éste 7 2, la normativa aplicable debería 
ser la estatal para las actividades que no respondan a su carácter benéfico 
o asistencial, y la estatutaria para las que sí 7 3 . Esta cuestión de la 
posible dualidad de fines de las entidades de carácter benéfico o asisten-
cial de la Iglesia no ha sido, en lo que conozco, tratado aún en profun-
didad por la doctrina. La jurisprudencia74 abordó un caso, en cierto 
7 1 . Es, precisamente por esta autonomía por la que se viene a resolver la discusión de 
si las instituciones benéficas de la Iglesia están o no sometidas al protectorado del Estado. 
En este sentido, se ha afirmado: «Las entidades eclesiales, cualquiera que sea su tipo, 
incluidas, por tanto las fundaciones, están sometidas sólo al Protectorado de la Iglesia y 
libres del correspondiente del Estado, sea cualquiera el Ministerio al que corresponda. Es la 
Iglesia, al dirigir la institución, la que calificará o no de benéfica o asistencial la entidad y 
esta calificación equivaldrá a los efectos correspondientes a la clasificación del 
protectorado del Estado respecto a los entes privados». DE PRADA, Actividades benéficas y 
asistenciales de la Iglesia, cit., p. 286. 
7 2 . Este es el criterio que se adopta en la práctica para las fundaciones privadas a la 
hora de su clasificación: «la competencia para clasificar se determina, según lo dicho, 
atendiendo a los fines, principales y secundarios que la Fundación tenga previstos, en el 
entendimiento que son los fines primordiales y no los secundarios los que nos dan el 
carácter y naturaleza de la Fundación y el Departamento al que ha de corresponder la 
competencia para clasificar y el ejercicio del Protectorado». BLANCO RUIZ, El Protectorado 
de Fundaciones en el Real Decreto e Instrucción de 14 de marzo de 1899. Estudio crítico, 
comentarios y concordancias, Madrid, 1987, p. 145. 
7 3 . Evidentemente la solución propuesta tendría en la práctica algunos inconve-
nientes, no tanto en el ámbito operativo de las actividades, pues, en principio, no debería 
haber dificultades en discernir las que persiguen un fin u otro, cuanto en el propio ámbito 
organizativo de la entidad. Piénsese, por ejemplo, en los órganos de gobierno de la misma, 
que podrían verse sujetos para su constitución a unos requisitos previstos en la legislación 
estatal que en absoluto recogen sus normas estatutarias. La solución a estos problemas se 
ha de buscar en el ámbito prudencial. A mi juicio lo procedente, como idea directriz, sería 
dotar a la entidad de que se trate de una organización -técnica, contable, etc.- lo más dual 
posible. 
7 4 . Por medio de la Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de noviembre de 1968 
(Repertorio Aranzadi de Legislación, n 9 4914). 
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modo similar75, donde se ventilaba la naturaleza religiosa o no de una 
asociación de antiguos alumnos que tenía distintas finalidades76, sen-
tando unos criterios excesivamente restrictivos. Esa doctrina jurispru-
dencial, que además no gravita directamente sobre la cuestión específica 
que se está tratando, no resulta aplicable hoy en día, no sólo por la 
derogación del anterior derecho concordatario, sino porque como ha 
afirmado Lombardía, se explica «más en función del difícil equilibrio 
entre libertad religiosa y libertad política, que matizó la últimas etapas de 
la vigencia del Concordato, que por preocupaciones técnicas relacio-
nadas con la autonomía normativa del ordenamiento estatal español en 
relación con el canónico»77. 
IV. LAS ENTIDADES ECLESIÁSTICAS PRESTADORAS DE SERVICIOS 
SOCIALES EN LA LEGISLACIÓN AUTONÓMICA SOBRE LA MATERIA 
En los anteriores apartados de este capítulo se ha tenido ocasión de 
considerar la importancia real que, en el campo de los servicios sociales, 
tienen las entidades eclesiásticas prestadoras de éstos. También se ha 
considerado la especial cualificación que confiere a dichas entidades su 
finalidad religiosa y, por último, qué tipos de entidades eclesiásticas, 
desde el punto de vista de su naturaleza jurídica, prestan servicios socia-
les, con unas someras referencias a los diversos sistemas de adquisión 
-o reconocimiento- de la personalidad jurídica civil y a los distintos 
regímenes normativos a los que quedan sometidas. 
Vistos, pues, los anteriores temas, pienso que se puede afrontar la 
labor de analizar cómo contemplan las leyes autonómicas de servicios 
sociales a las entidades eclesiásticas. Labor que, en realidad, no puede 
7 5 . Solamente similar porque no estribaba la cuestión en si prevalecían o no los 
fines asistenciales de una entidad eclesiástica sobre otros que no tuvieron ese carácter, sino 
sobre la coexistencia de fines religiosos con otros que en la opinión del órgano juzgador 
no tenían esa naturaleza. 
7 6 . Se ofrece una exposición resumida del supuesto de hecho y de la doctrina 
jurisprudencial aplicada en D E PRADA, Personalidad civil de los entes eclesiásticos, cit., 
pp. 257-258. 
7 7 . LOMBARDÍA, La personalidad civil de los entes eclesiásticos según los 
acuerdos..., cit., p. 85.. 
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ser más breve, ni menos trabajosa, ya que en los quince textos legales 
que hasta la actualidad han sido publicados, solamente en uno de ellos 7 8 
se contiene un precepto referente a las instituciones de la Iglesia y en 
otro79 se hace una concreta mención de una de estas instituciones. 
1. El silencio casi general de los textos autonómicos 
Antes de pasar al análisis de esos dos textos, parece oportuno co-
mentar, aunque sea brevemente, el silencio que los demás guardan al 
respecto. 
No es una cuestión pacífica la de si la elaboración de las leyes es una 
tarea que pertenece a los políticos -quedando su interpretación fuera de 
su campo- o a los juristas. O a ambos. Lo que sí resulta de aceptación 
general es que tanto la labor de unos como de otros, es, en muchas 
ocasiones, una labor prudencial, en la que se impone una detenida visión 
o estudio de la realidad circundante sobre la que se pretende operar. De 
no realizarse esa labor de circunspección, normalmente, el resultado será 
improcedente. 
En las leyes de servicios sociales, esa labor previa de tener en cuanta 
la realidad que se pretende regular no parece haberse llevado a cabo con 
la debida diligencia80. Del estudio de las leyes se obtiene la impresión de 
que se ha tenido mucho más en cuenta el resultado al que se quería 
7 8. Disp. Adic. Quinta LSS Andalucía. 
7 9 . Art. 26.3. LAS Y SS Castilla y León. 
8 0 . Y no sólo respecto a la no regulación de las entidades eclesiásticas prestadoras de 
servicios sociales. Por distintos autores se ha puesto de manifiesto lo paradójico que 
resulta que unas leyes que tienen como objeto ordenar y disponer los medios para aumentar 
la calidad de vida, de forma que todos los ciudadanos puedan estar en condiciones de alcanzar 
el pleno desarrollo de sus potencialidades, apenas hayan prestado atención al fenómeno 
generalizado de la pobreza y de la mendicidad. Parece como si el legislador no hubiera 
podido observar los mendigos que abundan en nuestras calles, hasta tal punto que es un 
tema frecuentemente tratado por los medios de comunicación. Incluso hasta en tono 
jocoso. Hace algunos años el columnista Campmany ofreció a sus lectores un elenco 
tipológico de los distintos grupos mendicantes: genuñexos, amenazantes, acuciantes, 
místicos, serviciales, lactantes, etc. Para los escasos efectos que las leyes sociales han 
tenido sobre el fenómeno de la pobreza vid. CAÑÓN, LOS servicios sociales públicos y la 
pobreza, en La pobreza en la España de los 80. VI Jornadas de Estudio del Comité Español 
para el Bienestar Social, Madrid, 1989, pp. 107-113. 
490 JOSE MARIA VAZQUEZ GARCIA-PEÑUELA 
arribar81, que los medios con que se contaban82. Aquí estriba a mi juicio, 
aparte de otros posibles y variados de índole ideológica 8 3, el principal 
motivo del silencio que guardan casi todas las leyes sobre las entidades 
eclesiásticas prestadoras de servicios sociales. 
2. La mención de Caritas en la Ley de Acción Social y Servicios 
Sociales de Castilla y León 
La Ley de Acción Social y Servicios Sociales de Castilla y León 
contiene, como se ha dicho, una referencia a una concreta entidad 
eclesiástica en el número 3 de su artículo 26, cuyo tenor literal es el 
siguiente: «Las Administraciones competentes podrán, cuando no 
existan servicios públicos, concertar la prestación de servicios básicos 
con asociaciones de vecinos o entidades de desarrollo comunitario. 
Especial atención merecerá la participación en el Sistema de Acción 
Social de Castilla y León de las Entidades nacionales como Cruz Roja 
Española y Caritas». 
8 1 . Un resultado, indudablemente, fijado desde unos presupuestos ideológicos 
determinados, pero pienso que no es este el lugar adecuado para su individualización. 
8 2 . Me parece que ratifica, por vía de ejemplo, la afirmación que he vertido, el 
siguiente texto de 1989: «Aunque no se dispone de información exacta sobre los déficit en 
la oferta de servicios sociales en relación a las demandas que nuestra sociedad hace de 
dichos servicios, sí podemos decir que las prestaciones de ayuda a domicilio y alojamiento 
que se ofrecen están muy por debajo de las necesidades manifestadas, siendo muy 
importantes las «listas de espera» en numerosos municipios». COMISIÓN DEL PROGRAMA 
2000 PSOE: Los servicios sociales en España, Madrid 1989, p. 9. (El subrayado es mío). 
8 3 . O incluso, solamente ideales, en el sentido de pergeñar y acariciar un proyecto 
ideal que tiene poco que ver con la realidad cotidiana, tangible y concreta. A este respecto 
se ha dicho: «El legislador debe orientar su tarea hacia los valores ideales, pero su tarea 
tiene que realizarla en y con unos materiales sociales concretos, es decir, en y con unos 
hombres determinados, que poseen especiales características -características biológicas, 
psicológicas, culturales-, que tienen unas ciertas necesidades y unas ciertas aptitudes; que 
viven en grupos sociales especialmente configurados. Todas esas realidades constituyen 
magnitudes efectivas con leyes propias, que pueden no resultar enteramente dóciles a los 
propósitos del legislador, que pueden no ser fácilmente modelables por éste. Por lo tanto, 
la contextura especial de la realidad social y las leyes dinámicas de ésta tienen que ser 
tomadas en consideración por el legislador y, en suma, por todo el que pretenda formular 
programas jurídicos. Pues de lo contrario se corre el inminente peligro de que la obra del 
legislador o quede reducida a pura letra muerta, o produzca una catástrofe al chocar con una 
realidad que se resista por su última contextura». RECASENS SICHES, Tratado General de 
Filosofía del Derecho, (8* Edición), México, 1983, pp. 476 y 477. 
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A decir verdad, en realidad no parece que de esta mención de 
Caritas8 4 se derive ninguna consecuencia jurídica importante, ya que 
«merecer especial atención» no constituye título para basar una preten-
sión concreta. Por otra parte, este precepto puede tener algún efecto 
nocivo, ya que, de un modo u otro, viene a equiparar a Caritas con otras 
entidades en las que no se da una especial cualificación por tener una 
finalidad religiosa, lo cual podría ir en detrimento del reconocimiento que 
se debe a su especificidad. 
3. La Disposición Adicional Quinta de la Ley de Servicios Sociales 
de Andalucía 
La otra referencia a las entidades eclesiásticas que desarrollan acti-
vidades es más abarcante. Dice la Disposición Adicional Quinta de la Ley 
de Servicios Sociales de Andalucía: «Las instituciones que prestan ser-
vicios sociales de la Iglesia Católica o dependientes de ella, así como las 
vinculadas a otras confesiones religiosas, la Cruz Roja y demás enti-
dades de carácter privado que colaboren con el Sistema Público de 
Servicios Sociales, conservarán su identidad específica y regirán su 
organización y funcionamiento por sus propios estatutos, sin perjuicio 
del cumplimiento de los requisitos que se establezcan en el art. 25 de la 
Ley». 
Esta disposición adicional, que quiso de alguna manera tener en 
cuenta el contenido del Acuerdo jurídico -la expresión «de la Iglesia 
Católica o dependientes de ella» es común a ambos textos- y quizás 
también el artículo 5 de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, resulta, 
con mucho, más abarcante que la anteriormente transcrita. No sólo por la 
referencia a «otras confesiones religiosas», sino porque acoge todas las 
instituciones de la Iglesia y de ella dependientes, cualquiera que sea su 
naturaleza o configuración jurídica. 
8 4 . Por el contexto se deduce que el legislador castellano-leonés quiere referirse a 
Caritas Española, que efectivamente es de ámbito nacional. Sin embargo, su función 
principal es de coordinación de las Caritas diocesanas, sobre las que recae primariamente la 
prestación de los servicios. Cfr. CARITAS DIOCESANA DE PAMPLONA, Caritas, hoy, cit., pp. 
64-66 . 
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Por otra parte, la cierta equiparación que prima facie parece estable-
cerse entre las entidades eclesiásticas y «las demás entidades de carácter 
privado»85 no existe. En primer lugar, la literalidad del texto no permite 
definir si «las demás entidades de carácter privado» se relacionan sólo 
con el sujeto que inmediatamente le antecede (la Cruz Roja que, en mi 
opinión, muy difícilmente es encuadrable en la categoría de entidad de 
carácter privado) o con todos los anteriores. Pero, aparte esta duda sin-
táctica, lo que, a mi juicio, resulta definitivo es el adjetivo «específica», 
que califica al substantivo «identidad» y que implica que en absoluto se 
equiparará el tratamiento de todos los tipos de entidades que en la 
disposición adicional se mencionan. 
Además de esta garantía legal del respeto a la propia identidad, el 
precepto estudiado consagra una autonomía estatutaria para todas las 
entidades de iniciativa social -y, por tanto, para las entidades de la Iglesia 
y las dependientes de ella- al establecer que «regulan su organización y 
funcionalmiento por sus propios estatutos». Sin embargo, esta autono-
mía resulta limitada en virtud del inciso final: «sin perjuicio del cum-
plimiento de los requisitos que se establezcan en el artículo 25 de la 
Ley». Este artículo 25 8 6 establece dos requisitos: la Inscripción en el 
8 5 . En relación con el discutido tema de si la personalidad jurídica de la Iglesia y de 
sus utilidades es de carácter público o privado, vid: D E DIEGO LORA, El carácter público de la 
Iglesia Católica en el ordenamiento jurídico español, en CORAL y LlSTL (ed.): Constitución 
y Acuerdos Iglesia-Estado, Actas del II Simposio Hispano-Alemán, Madrid, 1 9 8 8 , pp. 9 7 -
1 4 9 y La naturaleza jurídica de las personas morales eclesiásticas en el Derecho español 
vigente, cit., pp. 2 3 7 - 2 4 5 ; GARRIDO FALLA, La situación de la Iglesia en España como 
institución y correlativo reflejo en el Derecho Constitucional español, en Constitución y 
relaciones Iglesia-Estado en la actualidad, Salamanca, 1 9 7 8 , pp. 1 1 - 2 2 ; PRIETO PRIETO, La 
personalidad jurídica de la Iglesia, en «El hecho religioso en la nueva Constitución 
Española. Trabajos de la XVI Semana Española de Derecho Canónico», Salamanca, 1 9 7 9 , 
pp. 7 9 - 1 0 6 y GONZÁLEZ DEL VALLE, Derecho Eclesiástico Español, Madrid, 1 9 8 9 , pp. 1 4 9 -
1 5 2 . (Resulta, en esta última obra, de especial interés la nota 1 2 y la bibliografía que en la 
misma se señala). 
8 6 . Arts. 2 5 : «La iniciativa social, a través de las entidades privadas sin ánimo de 
lucro, podrá colaborar en el Sistema Público de Servicios Sociales regulados por la presente 
ley y recibir subvenciones de la Administración, siempre que se observe el cumplimiento 
de los siguientes requisitos: 
a) Inscripción previa en el Registro de Entidades y Centros de Servicios Sociales en 
Andalucía, que habrá de desarrollarse reglamentariamente. 
b) Cumplimiento de las normas de adecuación a los programas establecidos por la 
administración, de conformidad con lo preceptuado en la presente ley». 
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Registro especial de Entidades de Servicios Sociales 8 7 y la adecuación a 
los programas establecidos por la Administración. El primero de los dos 
resulta a mi juicio razonable88. El segundo requisito solamente lo será en 
la medida que dichos programas lo sean; y esto, en definitiva, depende 
de que, a la hora de realizar dicha programación, se tenga en cuenta las 
características de cada entidad y las actividades -los servicios sociales 
concretos- que viene prestando, lo cual viene a resultar exigible si se 
pretende que la «identidad específica» sea realmente conservada y 
respetada. 
En definitiva, aunque desde el punto de vista técnico hubiera sido 
deseable, una remisión explícita a los contenidos del Acuerdo Jurídico y 
a la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, esta Disposición Adicional de la 
Ley de Servicios Sociales de Andalucía hay que valorarla positivamente 
por cuanto, en buena medida, garantiza el derecho a la propia identidad y 
autonomía de las entidades eclesiásticas -y de las demás no oficiales-
prestadoras de servicios sociales. 
V. E L ARTICULO 16.3 DE L A CONSTITUCIÓN: L A S RELACIONES D E 
C O O P E R A C I Ó N E N EL Á R E A D E LOS SERVICIOS SOCIALES 
Como hasta ahora se ha visto, la práctica generalidad89 de las leyes 
autonómicas sobre servicios sociales, que se presentan a la vez como 
superadoras de la vieja beneficencia y como instrumento de regulación 
8 7 . El Decreto 94/1989, de 3 de mayo (B.O.J.A. n s 39, del 19.V) contiene las normas 
reguladoras del Registro de Entidades y Centros de Servicios Sociales. En el apartado 
tercero del artículo 10 se recogen las condiciones para la inscripción registral, que 
consisten en aportar la siguiente documentación: 
- «Documentación acreditativa de la personalidad de la entidad solicitante y, en su 
caso, Estatutos de ésta. 
- «Memoria de la programación general a desarrollar por la entidad. 
- «Cumplimiento del Anexo IV de este decreto». 
El Anexo IV consiste en una «ficha de identidad» con interrogantes sobre datos -aparte 
de los comunes: nombre, dirección, etc- técnicos, tales como tipo de entidad, servicios que 
dependen de la misma, sectores que atiende, ámbito territorial, etc. 
8 8. Siempre que no se olvide que es un registro «administrativo», cuyos efectos son 
de una mera constancia y nunca de carácter constitutivo. 
8 9 . Deben contarse como excepciones las disposiciones comentadas en el anterior 
epígrafe. 
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general de dichos servicios, no sólo no contemplan la cualificación 
específica de las entidades eclesiásticas prestadoras de servicios sociales, 
sino que ni siquiera tienen en cuenta su existencia. 
A continuación me propongo poner en relación este hecho con el 
contenido del art. 16.3 de la Constitución90, para intentar extraer, si es 
que la hay, alguna consecuencia. 
Dice este precepto constitucional: «Ninguna confesión tendrá carác-
ter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religio-
sas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones». 
Son tres los aspectos básicos que en este texto se pueden tener en 
cuenta: la no estatalidad de las confesiones9 1, la mención expresa de la 
Iglesia Católica92 y las relaciones de cooperación del Estado con la Igle-
sia Católica y las demás confesiones. Dado el objeto de este trabajo, el 
que más directamente interesa es el tercero, que se analiza a conti-
nuación. 
Lo que el artículo 16.3 contiene respecto a las relaciones de 
cooperación es un mandato, como se observa por la forma imperativa del 
texto («mantendrán») que se dirige a los poderes públicos, cualquiera 
que sea su función y su ámbito geográfico. Ahora bien, ¿Cuál es el 
alcance de este mandato?, ¿Cuándo se puede decir que ha resultado 
incumplido?, ¿Sobre qué materias deben mantenerse las relaciones de 
cooperación?. 
Abordaré en primer lugar el tercero de las interrogantes. 
9 0 . Para una exposición de la elaboración constitucional del art. 16: DE LA HERA, 
Los entes eclesiásticos en la Constitución Española de 1978, cit., pp. 113 y ss., y, 
especialmente, AMOROS AZPILCUETA, La libertad religiosa en la Constitución Española de 
1978, Madrid, 1984, pp. 70-153. 
9 1 . Pienso que esta expresión es más acorde con el texto que la de «no confe-
sionalidad del Estado». 
9 2 . Esta mención expresa ha sido, quizás, el punto más polémico del artículo 16, no 
sólo a nivel político, sino también en el área científica. Sobre cuál es su función, vid. 
VlLADRICH, Los principios informadores del Derecho Eclesiástico Español, cit., pp. 234; 
236 y 257-259. 
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1. Materias sobre las que deben mantenerse las relaciones de 
cooperación 
Resulta claro que un primer campo donde habrían de establecerse 
esas relaciones es el que versa, precisamente, sobre el status jurídico que 
en el ordenamiento estatal hayan de tener las confesiones religiosas. Para 
la Iglesia Católica ese status viene configurado por el contenido del 
Acuerdo Jurídico. Pero la palabra «cooperación», por lo que connota de 
«aplicación», de «operación», de actividad, viene a poner de manifiesto 
que las relaciones del Estado con la Iglesia Católica y las demás confe-
siones, no se limitan a lo que se refieren a su «ser jurídico», sino que 
abarcan también sus actividades. Pero no todas las actividades, sino 
aquellas en las que el Estado y las confesiones tengan intereses, más que 
comunes, concurrentes. A este respecto Viladrich mantiene, a mi juicio 
acertadamente, que la cooperación no sólo gravita «en relación'al status 
jurídico de cada confesión», sino también «respecto de la regulación 
jurídica de las actividades de las confesiones en contribución al bien co-
mún» 9 3 . Si se adopta lo anterior, resulta evidente que una de las 
principales áreas donde las relaciones de cooperación pueden ser más 
intensas habría de ser el de las actividades de las entidades eclesiásticas 
de carácter asistencial. Por este motivo resulta lógico que este campo se 
cite como el prototipo para el establecimiento de relaciones de 
cooperación94. 
9 3 . VILADRICH, LOS principios informadores del Derecho Eclesiástico Español, cit., 
pp. 250 y 251. Comparten esta posición REINA y REINA, Lecciones de Derecho 
Eclesiástico Español, Barcelona, 1983, p. 326. 
9 4 . Cfr. VILADRICH, Los principios informadores del Derecho Eclesiástico Español, 
cit., pp. 251; BAENA DEL ALCÁZAR, Problemática y contenido de una auténtica garantía de 
la libertad religiosa individual ante la Constitución española, en Constitución y relaciones 
Iglesia-Estado en la actualidad. Actas del Simposio hispano-alemán organizado por las 
Universidades Pontificias de Comillas y Salamanca, Salamanca, 1978, pp. 61-62, y PRIETO 
SANCHIS, Las relaciones Iglesia-Estado a la luz de la nueva Constitución: Problemas 
fundamentales, en La Constitución Española de 1978. Estudio sistemático dirigido por los 
Prfs. Alberto Predieri y Eduardo García de Enterría, Madrid, 1980, p. 345. 
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2. Alcance del mandato constitucional del artículo 16.3. Opiniones 
doctrinales 
Algo más compleja resulta la contestación a las cuestiones sobre el 
alcance o fuerza obligatoria del mandato constitucional y las conse-
cuencias de su incumplimiento. Esta complejidad se deriva de la distinta 
consideración que el propio principio de cooperación merece para los 
autores. 
Para los autores -que son los menos- que ven en la mención expresa 
de la Iglesia Católica una especie de «confesionalidad solapada», el 
principio de cooperación llegaría, incluso en última instancia, a lesionar 
la libertad religiosa95. Más certera me parece la interpretación de Iban al 
situar el principio de cooperación en relación con la función promocional 
que tiene el Estado derecho respecto a los derechos civiles 9 6. Sin em-
bargo, para este autor, «la cooperación con las confesiones es un criterio 
orientador, pero constitucionalmente no se concreta en ninguna exigencia 
determinada, de modo que el Estado puede, de forma unilateral o bila-
teral, prestar su protección a cierto interés religioso, pero también puede 
no hacerlo». Poco conciliable parece esta afirmación con lo dicho sobre 
la función promocional del Estado, cuyo núcleo se encuentra en el artí-
culo 9.2 de la Constitución, en el cual, de ninguna manera, se le da a los 
poderes públicos una potestad de promoción, sino un mandato, al 
asignárseles como competencia propia esa función. 
9 5 . Cfr. LLAMAZARES y SUAREZ PERTIERRA, El fenómeno religioso en la nueva 
Constitución Española, en «Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Com-
plutense», 6 1 ( 1 9 8 0 ) , p. 3 4 . En mi opinión estos autores desenfocan la cuestión, como 
puede observarse en el párrafo conclusivo de su trabajo: «Consideramos, en conclusión que 
si el principio de cooperación constituye un límite obligado a la desconfesionalización del 
Estado español, el momento especial de cooperación con la Iglesia católica, dependiente de 
la asunción por el estado de un sustrato sociológico limita aún más la no confesionalidad y 
arriesga la implantación de un régimen privilegiado lesivo de la igualdad y, por ese 
camino, de la libertad religiosa». Pero resulta que la Constitución no contiene, en mi 
opinión, un mandato especial de cooperación con la Iglesia Católica, sino una mención 
especial de la Iglesia Católica. El mandato de cooperación se refiere a todas las 
confesiones, la cooperación se ha de establecer con la Iglesia Católica y con las demás, es 
decir, con todas las demás, si se quiere dar a la expresión «demás» su sentido propio que es 
el de abarcar junto, y al lado, del término que se designa a todos aquellos que no son 
designados. 
9 6 . Cfr. IBAN y PRIETO SANCIIIS, Lecciones de Derecho Eclesiástico, cit., p. 1 3 7 . 
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No obstante, buena parte de la doctrina afirma la existencia de un 
deber constitucional de los poderes públicos en virtud del artículo 16.3. 
Esta obligación constitucional tiene, en opinión de Amoros, como con-
trapartida un «derecho de crédito» a favor de las confesiones, consistente 
en la posibilidad «de constreñir al Estado para que establezca los meca-
nismos necesarios que hagan viable el establecimiento de relaciones de 
cooperación»9 7. Más concretamente aún, sostiene Calvo que «la apli-
cación real y efectiva del principio de cooperación exige del Estado no 
tomar la iniciativa legislativa o reglamentaria, ni actuar de modo unila-
teral, sino en armonía con los reales intereses religiosos de las confe-
siones»9 8. Por su parte, Viladrich viene a sostener una postura semejante 
que resulta, cara a este estudio, de especial interés por referirse muy 
directamente al tema que tratamos, y lo hace diciendo que «en este tipo 
de materias, por ejemplo la beneficencia o las obras de asistencia social, 
la confesión tiene derecho a que la regulación jurídica de su contribución 
ciudadana se elabore mediante entendimiento con los poderes 
públicos»9 9. 
3 . Opinión que se mantiene 
Mi opinión personal se alinea con este segundo grupo de autores 
citados. Que el art. 16.3 contiene una obligación para los poderes 
públicos parece claro. Así se entendió en los primeros comentarios 
sistemáticos que se realizaron tras la publicación de la Constitución de 
1978 1 0 0. Por otro lado, se debe pensar que si el legislador constitucional 
no hubiera querido obligar a los poderes públicos a mantener relaciones 
de cooperación, sencillamente no lo hubiera hecho. E igualmente, si 
hubiera querido, en lugar de imponerles una obligación, otorgarles una 
9 7 . AMOROS AZPILCUETA, La libertad religiosa en la Constitución española de 1978, 
cit., p. 165. 
9 8. CALVO ALVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española, 
Pamplona 1983, p. 237. 
9 9 . VILADRICH, LOS principios informadores del Derecho Eclesiástico Español, cit., 
pp. 251. 
100 . Algún autor, comentando el art. 16.3 consideraba que era una «pesada carga» la 
asumida por el Estado: Cfr. PRIETO SANCIUS, Las relaciones Iglesia-Estado a la luz de la 
nueva Constitución, problemas fundamentales, cit., p. 343. 
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potestad, hubiera bastado que el artículo 16.3 dijese «podrán mantener». 
Pero dice «mantendrán». 
A pesar del mandato constitucional, y de la obligación que de él se 
deriva, los legisladores autonómicos a la hora de confeccionar sus leyes 
de servicios sociales, como hasta ahora se ha visto, no se puede decir 
que hayan establecido relaciones de cooperación con la Iglesia católica 
mediante acuerdos previos u otros mecanismos 1 0 1. ¿Este hecho podría 
considerarse como determinante de un vicio de inconstitucionalidad de 
las leyes autonómicas de servicios sociales?. La cuestión es delicada. Lo 
cierto es que, en lo que conozco, solamente un autor ha apuntado la 
posibilidad 1 0 2, pero sin hacerla derivar de la infracción de un concreto 
precepto constitucional. 
Por lo demás, extraer consecuencias de las conductas omisivas, 
como es sabido, siempre resulta más complejo que enjuiciar hechos 
positivos. 
El Tribunal Constitucional ha tenido pocas ocasiones de estudiar el 
principio de cooperación, y las veces que lo ha hecho, fue de forma 
indirecta. Aparte de configurar la cooperación como un deber para los 
poderes públicos 1 0 3, ha afirmado que «los poderes públicos deben co-
operar, pero corresponde a la discrecionalidad política de la Ley esta-
blecer los modos y formas en que se articula la cooperación»1 0 4. Desde 
este punto de vista, en el que a los poderes públicos les corresponde en 
exclusiva fijar los cauces de cooperación, determinando el cómo coope-
rarán y también el cuándo, parece, sinceramente, bastante dudoso el 
poder asegurar de forma terminante que con las leyes autonómicas se 
haya infringido el art. 16.3 de la Constitución, ya que siempre se podrá 
1 0 1 . Lo cual es contradictorio con su, en general, buena disposición dialogante y 
negociadora en otros temas como son la asistencia religiosa en centros sanitarios o el 
patrimonio histórico-artíslico de las diócesis. 
102 . «Incluso podría sospecharse, según el tono de algunos de estos textos legis-
lativos, que se intenta monopolizar la acción social de ayuda al prójimo, a los necesitados, 
marginados, etc., sin haberse reflexionado lo suficiente sobre el riesgo de poder incurrir en 
alguna infracción constitucional». D E DIEGO LORA, Hacia la plena vigencia de los Acuerdos 
del Estado español con la Sania Sede. (En la perspectiva de su décimo aniversario), 
Pamplona, 1989, cit., p. 30. 
1 0 3 . Cfr. Sentencia Tribunal Constitucional, ns 93/1983, de 8 de noviembre (BOE. 
2.XII.83). 
104 . Sentencia Tribunal Constitucional, n 9 24/82, de 13 de marzo (BOE. 9.VI.83). 
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alegar que, de una u otra manera, los poderes públicos autonómicos, si 
no con estos actos legislativos, han cooperado por otros cauces, tales co-
mo conciertos, subvenciones, etc., con distintas entidades eclesiásticas. 
V I . E L ARTICULO V D E L A C U E R D O JURÍDICO S O B R E L A S E N T I D A D E S 
D E CARÁCTER BENÉFICO Y ASISTENCIAL D E L A IGLESIA Y 
DEPENDIENTES D E ELLA Y L A S LEYES A U T O N Ó M I C A S D E 
SERVICIOS SOCIALES 
A pesar de cierta tendencia que se puede detectar en un relativamente 
amplio sector de la eclesiasticística española, consistente en un apego 
fuerte a los campos teóricos donde se encuentran los principios infor-
madores de la disciplina, principios que son de naturaleza constitucional, 
debe tenerse en cuenta que dichos principios tienen su función propia -e 
importante- en «informar», no en regular. Por este motivo resulta 
conveniente atender -al menos- a las normas básicas no constitucionales 
que conforman el Derecho Eclesiástico español en cualquier trabajo que 
pretenda no ceñirse a planteamientos puramente teóricos. 
Desde este punto de vista es necesario atender a las normas que 
resultan aplicables a las entidades eclesiásticas prestadoras de servicios 
sociales que se contengan en las dos fuentes normativas de mayor rango, 
por debajo, inmediatamente, de la Constitución. 
Estas dos fuentes son los Acuerdos entre la Santa Sede y el Estado 
español, y la Ley Orgánica de libertad religiosa. El orden en que se 
acaban de citar estos dos textos normativos no responde sólo a un crite-
rio cronológico, sino, y fundamentalmente, a su prevalencia de apli-
cación, es decir a un criterio jerárquico 1 0 5, el cual es de gran im-
1 0 5 . El problema de la jerarquía entre ambas fuentes ha sido analizado con precisión 
por CIAURRIZ, La libertad religiosa en el Derecho Español. La ley Orgánica de libertad 
Religiosa, Madrid, 1 9 8 4 , pp. 9 3 - 1 0 0 . También lo ha abordado con detenimiento, 
afirmando la prevalencia de los Acuerdos, LÓPEZ ALARCON, Algunas consideraciones sobre 
el régimen..., cit., p p . 3 4 1 - 3 5 1 . (Vid., en especial, p. 3 4 6 ) . De este mismo criterio son 
LOMBARDÍA, Entes eclesiásticos en España, cit. pp. 2 3 2 y ss.; D E PRADA, La personalidad 
de las entidades religiosas y sus requisitos, cit., p. 7 1 6 y GONZÁLEZ DEL VALLE, que 
sostiene la existencia de una dualidad de regímenes, uno para la Iglesia Católica y otro para 
las demás confesiones y, a la vez justifica, sobre la base de la personalidad jurídica 
internacional de la Iglesia Católica, por qué esta dualidad no constituye una discriminación. 
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portancia dados los problemas de «encaje» 1 0 6 que existen entre ambos 
textos 1 0 7. 
Una vez que se estudie el contenido de ambas fuentes, en lo que 
resulte de interés para el objeto de este trabajo, se tratará de ponerlo en 
relación con determinados aspectos de la legislación autonómica de 
servicios sociales para intentar extraer algunas consecuencias concretas. 
Evidentemente, la disposición fundamental en el tema que se está 
tratando es el Artículo V del Acuerdo Jurídico, sobre el que, respecto de 
algunos de sus pasajes, ya se han hecho en este mismo Capítulo algunos 
comentarios. Ahora me fijaré en otros de interés, aunque tenga que 
comentar en alguna ocasión los ya examinados, pero desde un enfoque 
distinto. 
1. Más sobre la cooperación 
Se ha afirmado que, en el ámbito del Acuerdo Jurídico, «la expre-
sión más cabal de esas relaciones de cooperación se da en aquellos casos 
en que se ordena proceder de común acuerdo»108. Ese mandato de actuar 
de común acuerdo se establece claramente en el Acuerdo jurídico 
respecto del «régimen de asistencia religiosa católica y la actividad 
pastoral de los sacerdotes y los religiosos en los centros mencionados 
['establecimientos penitenciarios, hospitales, sanatorios, orfanatos y 
centros sanitarios* (art. IV. 1)] que sean de carácter público» (art. IV.2); 
y también en relación a «las dudas o dificultades que pudieran surgir en 
Cfr. Derecho Eclesiástico Español, cit., pp. 109 y 110. Por su parte, PRIETO SANCHIS, con 
anterioridad a la publicación de la Ley Orgánica, afirmó que no afectaría, salvo de forma 
subsidiaria y en asuntos de mínima importancia, a la Iglesia Católica. Cfr. Las relaciones 
Iglesia-Estado a la luz de la nueva Constitución, cit., p. 344. 
106 . Algunos de estos problemas ya fueron puestos de relieve cuando la elaboración de 
la Ley Orgánica estaba en la fase de Proyecto. Cfr. LOMBARDÍA, Entes eclesiásticos en 
España, cit. , pp. 232 y s. 
107 . Se ha afirmado que en buena parte estos problemas se derivaron de que en los 
trabajos parlamentarios no se tuvo suficientemente en cuenta la existencia de los recién 
ratificados acuerdos con la Santa Sede. Cfr. ClAURRlZ, La libertad religiosa en el Derecho 
Español. La Ley Orgánica de libertad Religiosa, cit., p. 95. Para los trabajos parlamen-
tarios de elaboración de la ley, vid. SANTAOLALLA LÓPEZ, Ley Orgánica Libertad Religiosa. 
Trabajos parlamentarios, Madrid, 1981. 
108 . D E ECHEVERRÍA, Principios inspiradores [del Acuerdo Jurídico], en «Los Acuerdos 
entre la Iglesia y España», Madrid, 1980, p. 164. 
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la interpretación o aplicación de cualquier cláusula» del Acuerdo, para 
cuya resolución «la Santa Sede y el Gobierno español procederán de 
común acuerdo» (art. VII). 
Ahora bien, en el número 2 del artículo V se recoge una expresión 
que, si bien es similar, pienso que no resulta exactamente equivalente. El 
tenor de este número es el siguiente: «La Iglesia y el Estado podrán, de 
común acuerdo, establecer las bases para una adecuada cooperación 
entre las actividades de beneficencia o de asistencia, realizadas por sus 
respectivas instituciones». 
Para una interpretación adecuada de este texto, a mi modo de ver, se 
impone un análisis riguroso de sus términos, en especial del juego que 
se establece entre las expresiones podrán y de común acuerdo. Desde 
este punto de vista no sería adecuada una interpretación en el sentido 
siguiente: «La Iglesia y el Estado establecerán o no establecerán, de 
común acuerdo, las bases para una adecuada cooperación». Sino que la 
interpretación respetuosa con el texto -en el que la expresión de común 
acuerdo constituye, por ir entre dos comas, un inciso sobre el que no 
recae la acción del verbo- debe ser en este sentido: La Iglesia y el Estado 
establecerán, o no, las bases para una adecuada cooperación, pero, si se 
establecen deberá hacerse de común acuerdo109. 
Aceptada esta interpretación como la adecuada, procede examinar si 
esas bases de cooperación han sido establecidas y de qué modo. 
Que la legislación autonómica es de un carácter, en general, básico 1 1 0 
parece que está fuera de dudas, dada, por una parte la brevedad de casi 
todos los textos y sus frecuentes remisiones a posteriores normativas de 
desarrollo. Y que entre esas bases se encuentran las que se refieren a la 
cooperación entre las entidades de las administraciones públicas, o 
109 . De no aceptarse esta interpretación carecería de razón la inclusión en el texto del 
inciso «de común acuerdo». 
110 . Así, por ejemplo, la LSS País Vasco en el apartado III de su Exposición de 
Motivos afirma que «se presenta (...) como una ley básica, unitaria y coherente, que regula, 
en su globalidad, el campo entero de los Servicios Sociales y no un sector parcial de los 
mismos». Aunque lo contempla desde la perspectiva del reparto de competencias entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas, para un estudio, con abundante jurisprudencia 
constitucional, del concepto de legislación básica, Cfr. ALONSO SECO, Concepto de 
legislación básica en materia de asistencia y prestaciones sociales, en «Cuadernos de 
Acción Social», 5 (1987), pp. 62-76. 
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dependientes de ellas, y las creadas por la iniciativa social, resulta claro 
en los mismos textos, aunque algunos lo afirmen más explícitamente que 
otros. Muy expresiva se muestra, por ejemplo, la Exposición de Motivos 
de la ley vasca: «La presente ley pretende echar las bases para la creación 
de un modelo estable de colaboración entre la iniciativa pública y la 
privada sin fin de lucro» 1 1 1. Por otra parte, como ya se ha tenido 
oportunidad de decir, en todas las leyes autonómicas se fijan las 
condiciones o requisitos para que que las entidades de iniciativa social 
-entre las que están incluidas, lógicamente, las de la Iglesia Católica o las 
que de ella dependen- puedan, bien desarrollar sus actividades, bien 
colaborar con las entidades de las Administraciones. 
Desde este punto de vista, parece claro que las Comunidades Autó-
nomas al establecer de forma unilateral, por medio de las leyes de servi-
cios sociales, las bases para la cooperación entre las entidades públicas y 
las de iniciativa social -entre las que se encuentran las entidades ecle-
1 1 1 . Los ejemplos contenidos en las Exposiciones de Motivos -como es lógico, más 
fácilmente en aquellas que son más extensas- se podrían multiplicar: la de la LSS Murcia 
expresa que el texto «indica los criterios básicos en que debe inspirarse la planificación 
regional de los servicios sociales, a realizar en colaboración con los Ayuntamientos y las 
organizaciones sociales»; la de la LSS Cataluña afirma que «la ley regula el sector privado 
en la prestación de servicios sociales mediante el establecimiento de los principios de 
actuación y organización que deberán regir la prestación de servicios sociales por parte del 
sector público y de entidades del sector privado»; y, por no alargar demasiado los textos, de 
los que se podría aportar bastantes más pasajes, ñnalmente la última publicada, la LSS 
Valencia, tras afirmar en su Preámbulo que «el objetivo básico de la presente ley es la 
creación y consolidación del sistema público de Servicios Sociales, construidos sobre tres 
ejes fundamentales», señala como el tercero de esos ejes «la regulación de la iniciativa 
social en el interior de una planificación adecuada». 
También se pueden encontrar muchos ejemplos, lógicamente en el articulado de las 
leyes: la LSS Madrid entre sus principios generales incluye el de «colaboración con la 
iniciativa privada sin ánimo de lucro, que será especialmente promovida e impulsada» (art. 
3.S). La LSS Asturias, al deñnir su objeto, lo sitúa en «establecer un régimen público 
unificado de Servicios Sociales en el Principado de Asturias para garantizar la coordinación 
de los recursos y las iniciativas de carácter público o procedentes de la iniciativa social, en 
dicho ámbito», etc. 
Para las distintas modalidades en que se puede articular esa cooperación, cfr. BELTRAN y 
D E LEÓN, La cooperación entre las entidades públicas y las ONGS: Fórmulas jurídico-
administrativas, en «Organizaciones voluntarias e intervención social», Madrid, 1989, 
pp. 143-173. 
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siásticas- han vulnerado una norma de superior rango 1 1 2 cual es el 
Acuerdo Jurídico. 
A esta conclusión quizá se le puedan poner dos objeciones que se 
derivarían de una exégesis demasiado literal, es decir, de una inter-
pretación literalista, del número 2 del artículo V del Acuerdo Jurídico. En 
mi opinión ambas carecerían de la necesaria fuerza argumentativa. 
La primera consiste en decir que los sujetos del «común acuerdo» 
para establecer las bases de una adecuada cooperación son la «Iglesia y 
el Estado», y que, por tanto, esa previsión no afecta directamente a las 
Comunidades Autónomas. Este escollo se salva fácilmente si se tiene en 
cuenta que «el Estado se organiza territorialmente en municipios, en 
provincias y en las Comunidades autónomas que se constituyan»113, por 
lo que hay que afirmar que las Comunidades Autónomas son, también, 
el Estado. 
La segunda se contraería a decir que el Acuerdo Jurídico solamente 
se refiere a las actividades benéficas o de asistencia y que nada dice de 
los servicios sociales. A este respecto hay que recordar que en el léxico 
normativo español el empleo de la expresión «servicios sociales» no fue 
de uso común precisamente hasta la publicación de la Leyes autonómicas 
que las regulan y que, precisamente, éstas se presentan como un intento 
de asumir y dar un nuevo enfoque a las tradicionales actividades 
benéficas y asistenciales. Por último -y esta razón es la que me parece 
más importante-, si no se quisiera ver el concepto de servicios sociales 
como subsumido en el de asistencia1 1 4, muchas de las Comunidades 
autónomas -por razón del tenor del art. 148 de la Constitución y de sus 
112 . Téngase en cuenta el art. 9.3 de la Constitución: «La Constitución garantiza el 
principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretro-
actividad de las disposiciones sancionadoreas no favorables o restrictivas de derechos 
individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de 
los poderes públicos». (El subrayado es mío). 
113 . Art. 137 de la Constitución española que continúa diciendo: «Todas estas 
entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses». 
114 . La LSS Valencia, por ejemplo, dice en su Preámbulo que «la ley establece las 
bases para sustituir definitivamente el viejo sistema reglamentado por la Ley de 
Beneficencia (1849) y por la Ley del Fondo Nacional de Asistencia Social (1960)». 
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respectivos Estatutos- tendrían forzosamente que reconocer su carencia 
de título competencial para regular los servicios sociales. 
2. Laño equiparación de las entidades eclesiásticas de carácter 
benéfico o asistencial con los entes de beneficencia privada 
La formulación negativa de esta rúbrica proviene del interés en dejar 
claro que el art. V.l del Acuerdo Jurídico no establece, lisa y llanamente, 
una equiparación entre unos y otros entes 1 1 5 , sino que las entidades 
eclesiásticas de carácter benéfico y asistencial «gozarán de los mismos 
derechos y beneficios que los entes clasificados como de beneficiencia 
privada». Se desprende, pues, de este precepto, que los poderes públi-
cos habrían de dar acceso a estos derechos y beneficios a los entes ecle-
siásticos que gocen de esta naturaleza, siempre que la acrediten suficien-
temente, pero sin que puedan ser obligados a cumplir otros requisitos de 
carácter administrativo116. 
En la legislación estatal se puede espigar, en muy diversas dispo-
siciones, distintos beneficios, de orden procesal, registral y adminis-
trativo en favor de los entes de beneficencia particular117 y de los cuales 
podrán disfrutar las entidades benéficas y asistenciales de la Iglesia o 
dependientes de ella. Pero, quizás, los más importantes, máxime tenien-
do en cuenta la creciente presión ejercida por la Hacienda Pública, sean 
los de índole fiscal118. Por otra parte, estos beneficios fiscales de los 
1 1 5 . Cfr. D E PRADA, Actividades benéficas y asistenciales de la Iglesia, cit., p. 2 8 8 . 
1 1 6 . El fundamental de entre ellos será el del acto de clasificación. Cfr. A R G U L L O L , 
Notas sobre algunos aspectos relativos a las fundaciones de beneficencia particular, en 
«Cuadernos de la Facultad de Derecho de Palma de Mallorca», 7 ( 1 9 8 4 ) , p. 1 3 7 . 
1 1 7 . Puede verse una exposición ordenada de éstos en MADRUGA M É N D E Z , 
Consideraciones en torno a las fundaciones privadas de interés público, en «Anuario de 
Derecho Civil», 2 1 ( 1 9 6 8 ) , pp. 4 4 0 - 4 4 8 . 
1 1 8 . Para una exposición muy precisa sobre estos beneficios: BLANCO RUIZ, Consi-
deraciones en torno al estatuto fiscal de las entidades benéficas, en «Cuadernos de Acción 
Social», 1 0 ( 1 9 8 8 ) , pp. 1 7 - 2 6 . En relación a la problemática que plantea el IVA, resulta de 
especial interés el trabajo de ALVAREZ PRIETO, La aplicación del IVA a las entidades 
benéfico asistenciales, sin fin de lucro, de carácter eclesiástico, en «Anuario de Derecho 
Eclesiástico Español», 4 ( 1 9 8 8 ) , pp. 3 1 5 - 3 3 5 . Respecto al Impuesto sobre sociedades, 
vid. GUIJARRO ZUBIZARRETA, Las fundaciones benéficas ante la reforma del Impuesto sobre 
Sociedades, en «XXVIII Semana de Estudios de Derecho Financiero» (Organizada por el 
Instituto de Estudios Fiscales), Madrid, 1 9 8 2 , pp. 3 0 9 - 3 2 1 . 
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entes eclesiásticos benéficos y asistenciales vienen a quedar especial-
mente reforzados en virtud del Acuerdo sobre Asuntos Económicos que 
reitera que «las Asociaciones y Entidades religiosas no comprendidas en 
el Artículo IV 1 1 9 de este Acuerdo y que se dediquen a actividades 
religiosas, benéficos-docentes, médicas u hospitalarias o de asistencia 
social tendrán derecho a los beneficios fiscales que el ordenamiento 
jurídico-tributario del Estado español prevé para las entidades sin fin de 
lucro y, en todo caso, los que se conceden a las entidades benéficas 
privadas»120. 
Pero más interesante, sin duda, resulta preguntarse por los derechos 
y beneficios que tienen o pueden tener estos entes benéficos y asis-
tenciales de la Iglesia Católica en el marco legislativo autonómico de los 
servicios sociales. 
Como ya se ha visto, la legislación autonómica sobre los servicios 
sociales, en su afán de superar los planteamientos benéficos y asisten-
ciales, no se refiere en absoluto a los entes no oficiales de esta clase, si-
no que los engloba en el tipo amplio de las entidades de iniciativa social. 
Estas entidades pueden recibir determinadas ayudas o beneficios por 
parte de los poderes públicos regionales, normalmente en forma de 
subvenciones o conciertos, siempre que cumplan determinados requi-
sitos. ¿Pueden acceder las entidades eclesiásticas prestadoras de servi-
cios sociales a esos beneficios? Parece claro que sí, porque realmente 
son entidades de iniciativa social, y, en virtud del art. V.l) del Acuerdo 
Jurídico, no se les podrá negar cuantas ayudas de ese tipo sean recibidas 
por entes privados clasificados como de beneficencia particular o que, en 
la práctica, se asimilen a éstos. 
Por otra parte, los requisitos que las leyes exigen a los entes de 
iniciativa social no serán exigibles1 2 1 a las entidades eclesiásticas, no sólo 
119 . Son las siguientes: «La Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las Diócesis, las 
Parroquias y otras circunscripciones territoriales, las Ordenes y las Congregaciones 
religiosas y los Institutos de vida consagrada y sus Provincias y sus Casas». 
120 . Art. V. del Acuerdo sobre asuntos económicos. 
1 2 1 . Esto, lógicamente, no quiere decir que en ningún caso sean exigibles deter-
minadas condiciones. Lo pueden ser, por ejemplo, en los casos de conciertos para la 
prestación de un determinado servicio para el que se requiera una dotación personal y 
técnica que garantice la eficacia y continuidad del servicio. También podrán exigirse, 
naturalmente, para el desarrollo de un programa concreto de servicios sociales. Pero no lo 
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por la autonomía normativa que les otorga la facultad de regirse por sus 
propias normas estatutarias, sino porque, como se acaba de decir, la 
«equiparación parcial» respecto a los entes clasificados como de bene-
ficencia privada, gravita sólo sobre los derechos y beneficios y no sobre 
las cargas y condiciones legales 1 2 2. 
V I L EL ARTICULO 6 DE LA LEY ORGÁNICA DE LIBERTAD RELIGOSA 
En el anterior apartado, en su encabezamiento, hice referencia a la 
prevalencia de los Acuerdos entre la Santa Sede y el Estado español, 
sobre la Ley Orgánica de Libertad Religiosa. Esta prevalencia vino a 
reconocerla el Ministerio de Justicia mediante la Resolución de 11 de 
marzo de 1982 1 2 3 , por la que se ofrecían los criterios de solución de los 
problemas de ajuste entre los Acuerdos y la Ley en lo relativo a la 
inscripción registral y a la adquisición de la personalidad jurídica124. 
pueden ser en el caso de ayudas de carácter general concedidas a las entidades sociales que 
desarrollen actividades de prestación de servicios sociales. La legislación del Estado 
español, y en consecuencia la de las Comunidades Autónomas, como ya se ha dicho, debe 
ser respetuosa con la naturaleza eclesiástica de las entidades religiosas, cuya cooperación 
desea, y no puede forzar, con la exigencia de determinados requisitos, la identidad propia y 
originaria de dichas entidades. 
122 . Lo dicho no implica que no pueda ser recomendable en la práctica acceder al 
cumplimiento de determinados requisitos, por ejemplo, de orden registral que no supongan 
un recorte de la autonomía organizativa y operativa de las entidades eclesiásticas, ni 
manipulación de una personalidad jurídica civil que ya está reconocida por el hecho de su 
inscripción en el Registro específico constituido a este fin en el ministerio de Justicia. 
1 2 3 . B.O.E. 30.111. 82. 
124 . Cfr. CIAURRIZ, La libertad Religiosa en el Derecho Español. La Ley Orgánica de 
Ibertad Religiosa, cit., pp. 153-155. El problema, quizás, más importante lo planteaba el 
número 2 del artículo 6 que, al disponer que «las Iglesias, Confesiones, y Comunidades 
religiosas podían crear y fomentar, para la realización de sus fines. Asociaciones, 
'Fundaciones e Instituciones con arreglo a las disposiciones del ordenamiento jurídico 
general», cercenaba en buena parte, la autonomía de las entidades eclesiásticas que, en 
virtud del Acuerdo Jurídico, no estaban sujetas a esas disposiciones. Especialmente, hay 
que tener en cuenta que el Acuerdo Jurídico otorga un alto grado de autonomía a las entidades 
de carácter benéfico o asistencial al señalar que su régimen es el estatutario. 
Se ha señalado, por otra parte, que el art. 6.2 de la Ley puede ser, por la obligación de la 
inscripción, como requisito previo para la adquisición de la personalidad jurídica, al menos 
con respecto a las asociaciones, insconstitucional. Cfr. DE PRADA, La personalidad de las 
entidades religiosas y sus requisitos, cit., pp. 725-731. 
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Por tanto, conviene reiterar que la Ley Orgánica de Libertad 
religiosa será aplicable a la Iglesia Católica y a sus entes en aquellos 
aspectos no regulados o no previstos por los Acuerdos. En relación a las 
entidades eclesiásticas prestadoras de servicios sociales, el art. 6.1 de la 
Ley Orgánica puede revestir un gran interés. Su tenor literal es el 
siguiente: «Las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas inscritas 
tendrán plena autonomía y podrán establecer sus normas de orga-
nización, régimen interno y régimen personal. En dichas normas, así 
como en las que regulen las instituciones creadas por aquéllas para la 
realización de sus fines, podrán incluir cláusulas de salvaguarda de su 
identidad religiosa y carácter propio, así como el debido respeto a sus 
creencias sin perjuicio del respeto los derechos y libertades reconocidos 
por la Constitución, y en especial de los de libertad, igualdad y no 
discriminación». 
Este precepto tiene un contenido bifronte. Recoge, por una parte, la 
autonomía de las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas y, por 
otra las cláusulas de salvaguarda125 de la identidad religiosa, del carácter 
propio y del debido respeto a sus creencias, que se configura como una 
suerte de mecanismo garantizador de aquella autonomía. Sin embargo, 
mientras que la autonomía se predica solamente de las Iglesias, 
Confesiones y Comunidades religiosas, la posibilidad de incluir en sus 
normas las cláusulas de salvaguarda se extiende también a las insti-
tuciones creadas por dichos sujetos colectivos para la realización de sus 
fines. 
La inclusión de estas cláusulas por parte de las entidades eclesiás-
ticas prestadoras de servicios sociales creadas en el futuro, o de las ya 
existentes 1 2 6, supone un reforzamiento de su autonomía, ya de por sí 
garantizada en virtud del Acuerdo, haciendo inoperantes, por ejemplo, 
pretensiones como las contenidas en la legislación sobre servicios 
sociales, tendentes a la imposición de un determinado método para la 
composición de los órganos de gobierno de las entidades o de sus 
125 . Hasta ahora el único trabajo extenso dedicado a la naturaleza y efectos de esas 
cláusulas lo constituye el de D E OTADUY, Las cláusulas de salvaguarda de la identidad de las 
instituciones religiosas. Doctrina y Jurisprudencia, cit. 
126 . Mediante la reforma, en su caso, de los estatutos de la entidad. 
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centros 1 2 7. Además estas cláusulas de salvaguarda operarán no sólo 
respecto a los poderes públicos, regionales o no, sino también frente al 
personal que las entidades tenga contratado a su servicio1 2 8, cuando en el 
ejercicio propio de sus funciones laborales no se ajuste a los criterios que 
se derivan de la identidad y carácter propio de las entidades, o haya 
aspectos de ese ejercicio que sean contrarios a las creencias que informan 
la vida de dichas entidades. 
VIII. CONVENIENCIA DE UNA REGULACIÓN PACTUARIA 1 2 9 SOBRE LA 
ACTIVIDAD DE LAS ENTIDADES ECLESIÁSTICAS PRESTADORAS 
DE SERVICIOS SOCIALES 
Esta conveniencia, o incluso, necesidad, en una perspectiva de iure 
condendo, se deriva de los múltiples problemas, algunos puestos de ma-
nifiesto a lo largo de estas páginas, que plantea la aplicación de la legis-
lación autonómica de servicios sociales a la actividad y a la organización 
de las entidades eclesiásticas prestadoras de dichos servicios. 
En lo que conozco, estos problemas de aplicación e interpretación 
aún no han sido objeto de estudio ni por la Comisión para la in-
terpretación de los Acuerdos entre la Iglesia y el Estado español1 3 0, ni por 
1 2 7 . Los ejemplos se podrían multiplicar. Piénsese que, en virtud de una cláusula de 
salvaguarda del respeto a las propias creencias, no se podría, por medio de un acto 
administrativo general, imponer indiscriminadamente la dispensación de anticonceptivos 
en todos los centros de servicios sociales en las áreas de familia o de la mujer o de atención 
a la juventud. 
1 2 8 . Cfr. D E OTADUY, Las cláusulas de salvaguarda de la identidad de las instituciones 
religiosas. Doctrina y Jurisprudencia, cit., pp. 3 6 7 y 3 7 8 - 3 8 9 . 
1 2 9 . El adjetivo pactuario-a, no se encuentra en el Diccionario de la Academia 
Española de la Lengua. Pero tampoco figura el -en mi opinión, italianismo- pacticio-a. 
Uno por otro, prefiero utilizar el primero porque me parece que resulta más acorde con la 
tradición de la terminología jurídica española que, para referirse a distintos de normas o de 
reglas, utiliza, comúnmente, la terminación en -ario-a. Así, por ejemplo se dice dis-
posiciones reglamentarias, derecho estatutario, cláusulas testamentarias y acuerdos con-
cordatarios, en lugar, respectivamente de «reglamenticias», «estatuticio», «testamen-
ticias» u «concordaticias». 
1 3 0 . Que, como es sabido, no es organismo permanente y ni siquiera se constituye o 
reúne de forma periódica. En distintas ocasiones, como por ejemplo durante la elaboración 
de la ley 7 . V I I . 8 1 , la Conferencia Episcopal solicitó su constitución, a lo que no accedió, 
por vía de hecho el Gobierno. 
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la Comisión Asesora de Libertad Religiosa. Tampoco ha sido objeto de 
quejas o de intervenciones especiales por parte de la autoridad 
eclesiástica131. 
La conveniencia de una regulación pactuaria sobre la materia ya ha 
sido puesta de relieve por algunos sectores de la doctrina italiana 1 3 2 y 
alemana1 3 3. No así en la española. En mi opinión los acuerdos deberían 
establecerse en dos niveles: en el nivel estatal y el nivel autonómico. 
Respecto al nivel estatal, una buena ocasión sería la elaboración de 
las varias veces prometida1 3 4 ley estatal de ordenación general de los 
servicios sociales. 
En cuanto al ámbito de las Comunidades Autónomas -salvo en el 
caso de las de La Rioja y Cantabria que aún no han publicado sus leyes 
de servicios sociales y que podrán aprovechar la elaboración de las 
mismas para llegar paralelamente a un acuerdo con las autoridades 
eclesiásticas competentes-, una vez que han sido publicadas las leyes sin 
ningún tipo de acuerdo previo, pienso que deben establecer cuanto antes, 
si es que se desea remediar la infracción cometida del art. V del Acuerdo 
Jurídico, los respectivos acuerdos con las autoridades eclesiásticas. 
El contenido de esos acuerdos consistiría en fijar con precisión, 
dentro del marco de autonomía que a las entidades eclesiásticas pres-
tadoras de servicios sociales les confiere el Acuerdo Jurídico, cuales 
serán las normas por las que deben guiar su actividad y su organización 
1 3 1 . Lo que, en parte, puede deberse a que, en la práctica, en bastantes Comunidades 
Autónomas las entidades eclesiásticas de carácter benéfico o asistencial se mantienen en 
una situación semejante a la anterior a la publicación de las leyes. Así lo manifestó el 
Presidente de Caritas en España, Excmo. Sr. D. Juan Muñoz Campos, al responder a una 
pregunta en el coloquio que siguió a la Conferencia que dictó en el Aula Magna de la 
Universidad de Navarra el día 16 de octubre de 1989, sobre el tema «Criterios para una 
acción social». Aprovecho estas líneas para manifestarle mi agradecimiento por la 
información y documentación que me facilitó en esa fecha. 
132 . Vid. por ejemplo: DALLA TORRE, L'attività assistenziale della Chiesa nell'ordi-
namento italiano: Aspetti dogmatici e spunti ricostruttivi, cit., pp. 142-146; y TOZZI, 
Riforma amministrativa ed interessi religiosi. Il riassetto dell'assistenza e della 
beneficenza, cit., pp. 290-320. 
133 . Vid., por ejemplo, RüFNER, La garantía de existencia..., cit., p.283. 
134 . Incluso por el Presidente del Gobierno en el Discurso de su primera investidura. 
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y, por tanto, se determinaría la naturaleza y alcance de la colaboración, 
partiendo del reconocimiento expreso y del compromiso de respetar la 
identidad del ente eclesiástico prestador de servicios sociales en la 
Comunidad Autónoma signataria del compromiso o pacto. 
CONCLUSIONES 
1. La prestación de servicios sociales en España por parte de las 
entidades de esta clase de la Iglesia Católica o dependientes de ella es 
cuantitativamente muy importante, de una magnitud tal que hubiera jus-
tificado referencias específicas en las leyes autonómicas de servicios 
sociales. 
2 . La denominación tradicional de entidades de carácter benéfico o 
asistencial, que se aplica a determinados entes de la Iglesia Católica, no 
tiene mayor alcance que el terminológico, en el sentido de que en la 
práctica desarrollan servicios sociales como una técnica prestacional no 
ligada a una conformación institucional determinada. 
3. Los entes benéficos y asistenciales de la Iglesia, en su labor de 
desarrollo de las actividades que le son propias, persiguen una finalidad 
religiosa. Esta finalidad, cuyo carácter religioso resulta claro en la propia 
doctrina católica, y que los textos de derecho positivo que han sido 
analizados en el cuerpo de este estudio vienen a reconocer, hace que se 
extienda a las actividades y al régimen de los entes benéficos o asis-
tenciales, prestadores de servicios sociales, las garantías derivadas de la 
protección del derecho de libertad religiosa. Este punto no ha sido aún 
suficientemente desarrollado por la doctrina española pero sí resulta 
afirmado por la doctrina italiana y alemana. 
4. Solamente la Ley de Servicios Sociales de Andalucía, en su 
Disposición Adicional Quinta, se refiere directamente a las entidades 
prestadoras de servicios sociales de la Iglesia Católica, a las que garan-
tiza su autonomía estatutaria y el respeto a su identidad propia. El silen-
cio de los demás textos legales no puede interpretarse en el sentido de 
que a las entidades eclesiásticas le serán de aplicación todas las dispo-
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siciones que las leyes contienen para regular las actividades de las entida-
des de iniciativa social, pues no se le aplicarán las que violen o 
contradigan su naturaleza originaria. 
5. Las actividades de prestación de servicios sociales constituyen 
una materia sobre la que se han de mantener las relaciones de 
cooperación del art. 16, 3 de la Constitución. Las leyes autonómicas de 
servicios sociales no son fruto de esas relaciones de cooperación. Con 
su publicación no se ha dado cumplimiento al mandato constitucional, 
pero no se puede afirmar que con las mismas se haya vulnerado dicho 
precepto, toda vez que no es el legal el único cauce para el man-
tenimiento de las relaciones de cooperación entre el Estado y las Confe-
siones en esta materia, tan sensible a las decisiones administrativas, 
fundadas en la necesidad, la urgencia, etc. 
6. El art. V del Acuerdo Jurídico debe interpretarse en el sentido 
de que las bases de una cooperación en la materia socio-asistencial deben 
establecerse de común acuerdo entre la Iglesia y el Estado. Las leyes 
autonómicas de servicios sociales al intentar establecer unilateralmente 
dichas bases de cooperación han vulnerado, en este aspecto tan básico, 
el Acuerdo Jurídico. 
7. Los servicios sociales pueden ser realizados por entidades 
eclesiásticas cuya finalidad no sea exclusivamente la prestación de tales 
servicios. En todo caso, las entidades de carácter puramente benéfico o 
asistencial que presten servicios sociales tienen garantizada su autonomía 
estatutaria en virtud del artículo V del Acuerdo Jurídico. Esto no obsta 
para que las entidades pertenecientes a la estructura orgánica de la Igle-
sia, o para el caso de Ordenes y Congregaciones religiosas, prestadoras 
de servicios sociales puedan gozar aún de un más alto grado de auto-
nomía, de conformidad con lo que para cada tipo de ente eclesiástico se 
dispone en el Acuerdo Jurídico. Todas las disposiciones normativas que 
intenten cercenar tanto un grado de autonomía como otro, vulneran lo 
dispuesto en el Acuerdo, que tiene rango de tratado internacional, y es 
ley interna del Estado español, por lo que aquellas normas resultan, por 
tanto, nulas en lo que lo contradigan 
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8. El Acuerdo Jurídico no estable una equiparación de las enti-
dades de carácter benéfico o asistencial eclesiásticas con las calificadas 
como de beneficencia privada, sino que dispone que a aquéllas le serán 
de aplicación los beneficios de los que éstas puedan lucrarse. En este 
sentido, se debe mantener que no es aplicable, en bloque, a las entidades 
eclesiásticas el régimen de las entidades de beneficencia, tanto en lo que 
se refiere a las disposiciones de los textos normativos que la regulan a 
nivel de todo el Estado (Ley General de Beneficencia, Reglamento, etc.), 
como en lo que se refiere a las disposiciones que, en las leyes auto-
nómicas de servicios sociales, regulan las entidades de iniciativa social. 
De lo dicho se sigue que las entidades eclesiásticas prestadoras de 
servicios sociales, podrán gozar de las ayudas (subvenciones, con-
ciertos, etc.) que los poderes públicos destinen a los demás entes de 
iniciativa social, pero sin que se les pueda exigir iguales condiciones o 
requisitos -salvo los de carácter estrictamente técnico- que a éstos. 
9. La Ley Orgánica de Libertad Religiosa, en la materia que se está 
tratando, puede ser también de aplicación en lo que se refiere a la 
posibilidad, de que las entidades eclesiásticas prestadoras de servicios 
sociales, incluyan en sus normas de organización y régimen interno 
clausulas que salvaguarden su identidad religiosas y su carácter propio. 
Dichas cláusulas supondrían un reforzamiento de la autonomía estatutaria 
que tienen garantizada en virtud del Acuerdo Jurídico. 
10. Parece de todo punto conveniente, a nivel estatal o autonómico, 
la elaboración de unas normas pactuarias que establezcan claramente los 
puntos -necesariamente pocos- en los que las nuevas leyes resulten de 
aplicación a las entidades eclesiásticas y que, a la vez, definan con 
claridad su status legal que habrá de fundamentarse sobre el respeto a su 
carácter y fin religioso. 
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servicios sociales en las leyes autonómicas. C. Notas caracterizadoras de los servicios 
sociales en las leyes autonómicas. 1. Los servicios sociales constituyen un derecho. 
2. Diversos titulares del derecho a los servicios sociales. 3. La gratuidad «parcial y 
tendencial» de los servicios sociales. D. Clases de servicios sociales. E. Los princi-
pios generales inspiradores de las leyes de servicios sociales. 1. Principio de respon-
sabilidad pública. 2. Principio de descentralización. 3. Principio de globalidad. 4. 
Principio de prevención. 5.Principio de integración. 6. Principios de planificación y 
coordinación. 7. Principios de universalidad e igualdad. 8. Principio de solidaridad. 9. 
Principio de participación. IV. LAS ENTIDADES DE INICIATIVA SOCIAL EN EL CAMPO 
DE LOS SERVICIOS SOCIALES. A. Responsabilidad pública e iniciativa social. B. 
Importancia de la iniciativa social en el campo de los servicios sociales. C. Concepto 
de entidades de iniciativa social: iniciativa privada, social y mercantil. D. Condiciones 
legales para la participación de las entidades de iniciativa social en la prestación de 
servicios sociales. 1.Condiciones para el desarrollo de actividades y condiciones para 
obtener financiación pública. 2. Consideración de las concretas condiciones exigidas a 
las entidades de iniciativa socia. a) Ausencia de fin de lucro, b) Inscripción en el 
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Registro autonómico de centros y entidades de servicios sociales, c) Sometimiento de 
la actividad de las entidades de iniciativa social a la planificación y control de las 
administraciones regionales, d) Funcionamiento y composición democrática de los 
órganos de gobierno de las entidades de iniciativa social. E. Breve referencia al 
régimen de infracciones y sanciones. V. LAS ENTIDADES ECLESIÁSTICAS Y LAS 
LEYES DE SERViaOS SOCIALES. A. Importancia de la labor realizada por las entidades 
prestadoras de servicios sociales de la Iglesia. B. Finalidad religiosa de los entes 
benéficos y asistenciales de la Iglesia. 1. Una cuestión terminológica previa. 2. Breve 
referencia a la doctrina del Vaticano II. 3. Algunas opiniones doctrinales que niegan la 
finalidad religiosa de los entes benéficos y asistenciales de la Iglesia. 4 . Argumentos 
en favor de la finalidad religiosa. C. Clases de entes eclesiásticos que prestan servicios 
sociales. 1. Diócesis, parroquias y otras circunscripciones territoriales. 2. Ordenes, 
congregaciones religiosas y otros institutos de vida consagrada. 3. Asociaciones, 
fundaciones y otras entidades. D. Las entidades eclesiásticas prestadoras de servicios 
sociales en la legislación autonómica sobre la materia. 1. El silencio casi general de 
los textos autonómicos. 2. La mención de Caritas en la Ley de Acción Social y 
Servicios Sociales de Castilla y León. 3. La Disposición Adicional Quinta de la Ley 
de Servicios Sociales de Andalucía. E. El artículo 16.3 de la constitución: las 
relaciones de cooperación en el área de los serveicios sociales. 1. Materias sobre las 
que deben mantenerse las relaciones de cooperación. 2. Alcance del mandato 
constitucional del artículo 16.3. Opiniones doctrinales. 3. Opinión que se mantiene. 
F. El artículo V del acuerdo jurídico sobre las entidades de carácter benéfico y 
asistencial de la Iglesia y dependientes de ella y las leyes autonómicas de servicios 
sociales. 1. Más sobre la cooperación. 2. La no equiparación de las entidades 
eclesiásticas de carácter benéfico o asistencial con los entes de beneficencia privada. G. 
El artículo 6 de la Ley Orgánica de libertad religiosa. H. Conveniencia de una 
regulación pactuaria sobre la actividad de las entidades eclesiásticas prestadoras de 
servicios sociales. CONCLUSIONES. ANEXO. 
